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I. Definiciones estratégicas 

1. Misión 

El Ministerio de Hacienda tiene como misión gestionar con responsabilidad y eficiencia los recursos 
públicos, conducir la política fiscal con perspectiva de mediano plazo, promover un sistema financiero 
competitivo y transparente, y generar las condiciones de estabilidad, certeza jurídica y competitividad que 
permitan retomar la senda del crecimiento económico, la creación de empleo formal y la inversión en el 
país. 

2. Objetivos estratégicos  

En el marco del Programa de Gobierno 2026-2030, el Ministerio de Hacienda orienta su acción en torno a 
los siguientes objetivos: 

a.  Conducir la política fiscal con responsabilidad: Recuperar la credibilidad de la regla fiscal mediante el 
cumplimiento de las metas de balance estructural y la convergencia hacia un nivel de deuda pública 
prudente. 

b.  Recuperar el crecimiento económico: Restituir la competitividad tributaria del país, restablecer la certeza 
jurídica para las decisiones de inversión y reactivar sectores productivos paralizados por regulación 
excesiva. 

c.  Proteger el empleo formal: Elevar el crecimiento potencial, a través de la inversión pública y privada, 
local y externa, velando por una eficiente utilización de los recursos y una inserción provechosa en la 
economía mundial. 

d.  Asegurar un sistema financiero estable: Promover un sistema financiero competitivo, eficiente, 
transparente e inclusivo, que respalde el desarrollo económico del país y mantenga su capacidad de 
resiliencia frente a shocks externos. 

e.  Promover una gestión pública eficiente y orientada a resultados: Modernizar el Estado, ampliar el uso de 
tecnología y mejorar de manera continua la calidad de los servicios entregados a la ciudadanía. 

3. Definiciones estratégicas de los servicios 

a. Dirección de Presupuestos (DIPRES) 

La Dirección de Presupuestos es el organismo técnico encargado de velar por una asignación y uso eficiente 
de los recursos públicos en el marco de la política fiscal, mediante la aplicación de sistemas e instrumentos 
de gestión financiera, programación y control de gestión.  

b. Servicio de Impuestos Internos (SII) 

El Servicio de Impuestos Internos tiene por misión procurar que cada contribuyente cumpla cabalmente sus 
obligaciones tributarias, aplicando y fiscalizando los impuestos internos de manera efectiva y eficiente, con 
estricto apego a la legalidad vigente y buscando la facilitación del cumplimiento, en el marco que establecen 
los principios de probidad, equidad y transparencia, en un ambiente de trabajo que propicie el desarrollo 
integral de los funcionarios, para lograr un desempeño de excelencia que aporte al progreso del país.  
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c. Servicio Nacional de Aduanas 

La misión del Servicio Nacional de Aduanas es fiscalizar y facilitar el comercio exterior, para contribuir a la 
recaudación fiscal, al desarrollo económico, a la competitividad y a la protección del país y las personas, 
promoviendo el cumplimiento voluntario de la normativa, entregando un servicio de calidad e innovador, 
con funcionarios probos y competentes. 

d. Tesorería General de la República (TGR) 

La Tesorería General de la República es la institución pública responsable de recaudar, custodiar y distribuir 
los recursos del Tesoro Público, a través de una gestión moderna, eficiente y segura, que facilite la 
interacción con sus usuarios y los ciudadanos, contribuyendo al desarrollo del país. 

e. Dirección de Compras y Contratación Pública (ChileCompra) 

La Dirección ChileCompra tiene como misión generar eficiencia en la contratación pública con altos 
estándares de probidad y transparencia, a través del Sistema de Compras Públicas que conecta las 
necesidades de compra de los Organismos Públicos con la oferta de los Proveedores. 

f. Comisión para el Mercado Financiero (CMF) 

La Comisión para el Mercado Financiero tiene como misión el bienestar de la sociedad, resguardando la 
estabilidad y transparencia del sistema financiero, promoviendo el desarrollo del mercado financiero y 
fortaleciendo la confianza de sus participantes. 

g. Dirección Nacional de Servicio Civil 

La Dirección Nacional de Servicio Civil busca fortalecer la función pública y contribuir a la modernización del 
Estado, a través de la implementación de políticas de gestión y desarrollo de personas y altos directivos, 
para promover un mejor empleo público y un Estado al servicio de los ciudadanos.  

h. Unidad de Análisis Financiero (UAF) 

La misión de la UAF es prevenir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo en Chile, mediante 
la realización de inteligencia financiera, la emisión de normativa, la fiscalización de su cumplimiento, la 
difusión de información de carácter público y la cooperación internacional, con el fin de proteger al país y 
a su economía de las distorsiones que generan ambos delitos. 

i. Superintendencia de Casinos de Juego (SCJ) 

La principal misión de la Superintendencia de Casinos de Juego es promover el desarrollo sustentable de la 
industria mediante el juego responsable, legal y transparente, contribuyendo al desarrollo regional. 

j. Defensoría del Contribuyente (DEDECON) 

La Defensoría del Contribuyente tiene por misión proteger y promover los derechos de los contribuyentes 
y fomentar la cultura contributiva en la sociedad a través de servicios especializados, gratuitos e inclusivos. 

4. Situación actual 

A. TRAYECTORIA DEL CRECIMIENTO ECONÓMICO 

Desde el año 2014, la economía chilena ha transitado por un período de bajo crecimiento, con una tasa 
promedio anual del dos por ciento. La inversión, que entre 1994 y 2014 se expandía a un ritmo promedio 
anual de 7,7 por ciento, redujo su crecimiento a 1,7 por ciento anual en el período posterior. Como 
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proporción del Producto Interno Bruto (PIB), la inversión cayó desde niveles cercanos a 26,6 por ciento en 
2013 hasta un promedio de 23,7 por ciento en los doce años posteriores. 

Durante el primer trimestre de 2026, la actividad económica registró una contracción de 0,5 por ciento, 
según el IMACEC de marzo, mientras que la creación de empleo en el trimestre terminado en marzo alcanzó 
un 0,5 por ciento interanual, según el boletín estadístico del INE. Como consecuencia, el país ha detenido 
su proceso de convergencia hacia el ingreso per cápita de las economías desarrolladas. 

B. MERCADO LABORAL Y VIVIENDA 

A marzo de 2026, la tasa de desempleo se ubicó en un 8,9 por ciento, con cerca de 925 mil personas 
buscando trabajo sin encontrarlo. La tasa de desocupación femenina alcanzó el 10,0 por ciento, con un alza 
de 0,5 puntos porcentuales en doce meses. Por su parte, la tasa de desempleo juvenil (15 a 24 años) alcanzó 
un 23,3 por ciento, según datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE). 

De acuerdo con cifras de la Cámara Chilena de la Construcción (CChC) el déficit habitacional supera los 834 
mil hogares y más de 120 mil familias viven en campamentos, cifra que cuadruplica la registrada en 2014. 
Esta situación coexiste con un stock cercano a 100 mil viviendas nuevas sin colocación, debido al deterioro 
de las condiciones del mercado de créditos hipotecarios y al desacople entre el poder adquisitivo de las 
familias y el precio de las viviendas. Desde 2008 a la fecha, el precio de las viviendas nuevas ha aumentado 
en un 117 por ciento en términos reales, mientras que los salarios lo han hecho en un 30 por ciento. 

C. SITUACIÓN FISCAL 

En dieciséis de los últimos dieciocho años Chile, según Cuentas Nacionales del Banco Central, ha registrado 
déficit estructural. La deuda bruta del Gobierno Central pasó del 4,9 por ciento del Producto Interno Bruto 
(PIB) en 2008 a un 41,5 por ciento al cierre de 2025, acercándose al nivel prudente de 45 por ciento definido 
por el Consejo Fiscal Autónomo. El pago de intereses ya supera el cinco por ciento del presupuesto anual, 
mientras que el Fondo de Estabilización Económica y Social se redujo a la mitad entre 2022 y 2026. 

El déficit estructural de 2025 alcanzó un 3,7 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB), el más alto desde 
la pandemia. El Consejo Fiscal Autónomo ha advertido que en los últimos tres años se han incumplido en 
forma consecutiva las metas de Balance Cíclicamente Ajustado, lo que refleja errores reiterados en la 
proyección de ingresos tributarios no mineros y la efectividad limitada de los planes correctivos previos. 

D. MARCO TRIBUTARIO Y REGULATORIO 

La tasa estatutaria del impuesto de primera categoría en Chile es de 27 por ciento, frente a un promedio de 
23 por ciento en los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Esta 
brecha, que se ha ampliado de manera sostenida desde el 2016, reduce el atractivo del país en la 
competencia por capital frente a economías comparables. 

En materia regulatoria, los plazos de tramitación de permisos se han extendido de manera significativa. La 
obtención de una Resolución de Calificación Ambiental (RCA) favorable a través de un Estudio de Impacto 
Ambiental (EIA) demora en promedio 1.124 días, más del doble que en el 2014. Una Declaración de Impacto 
Ambiental (DIA) demora 399 días en promedio. En acuicultura, de las 1.060 solicitudes de relocalización 
presentadas desde 2010, sólo dos fueron aprobadas. Considerando el conjunto de permisos sectoriales 
requeridos, el plazo promedio entre el inicio de las tramitaciones y el comienzo efectivo de las inversiones 
en los principales sectores productivos alcanza los 6,6 años. 
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E. PRINCIPALES DESAFÍOS PENDIENTES 

Sobre la base del diagnóstico expuesto, los principales desafíos del sector Hacienda para el período 2026-
2030 son los siguientes: 

a. Restablecer la senda de crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB), con una meta de crecimiento 
promedio anual de cuatro por ciento al término del período, y reducir la tasa de desempleo desde 8,3 
por ciento a 6,5 por ciento en el mismo horizonte, avanzando hacia el pleno empleo. 

b. Recuperar la competitividad tributaria del país y restituir la certeza jurídica para las decisiones de 
inversión, mediante la reducción gradual del impuesto corporativo, la reintegración del sistema 
tributario y el establecimiento de un régimen de invariabilidad tributaria para inversiones de gran escala. 

c.  Reactivar el sector de la construcción y el mercado inmobiliario, mediante medidas tributarias acotadas 
en el tiempo y un nuevo tratamiento al arrendamiento de viviendas económicas. 

d.  Racionalizar el sistema de permisos sectoriales y la evaluación ambiental, reduciendo plazos de 
tramitación sin debilitar los estándares de protección. 

e.  Restablecer el equilibrio fiscal estructural mediante medidas de contención del crecimiento del gasto, 
una mejor focalización del gasto social y el fortalecimiento de las capacidades de fiscalización del Estado. 

f.  Consolidar las reformas del mercado de capitales, asegurar la implementación efectiva de la reforma de 
pensiones y avanzar en la inclusión financiera de la población. 

g.  Continuar con el proceso de modernización del Estado y de gobierno digital, mejorando la calidad de los 
servicios entregados a la ciudadanía y la eficiencia en la gestión de los recursos públicos. 

II. Principales logros del período 2025-2026 

1. Desempeño macroeconómico 2025-2026 

Durante 2025 la economía chilena mostró señales de recuperación impulsada principalmente por el sector 
no minero y por un buen desempeño del comercio exterior. El crecimiento del Producto Interno Bruto no 
minero fue de tres por ciento, por sobre el promedio histórico del período 2013-2019. Por otro lado, el 
sector minero registró un crecimiento menor, asociado a proyectos de mantención y mejoras clave para su 
sostenibilidad de mediano y largo plazo. 

Las exportaciones superaron por primera vez los 100 mil millones de dólares, destacando el sector frutícola, 
el silvícola y el minero. A su vez, las proyecciones de inversión para los próximos cinco años mostraron una 
tendencia al alza, impulsada por la estabilización del escenario político y los avances legislativos del período.  

En el mercado laboral, durante 2024 y parte de 2025 se observó una recuperación del empleo asalariado, 
con tasas de crecimiento superiores a las de años recientes. No obstante, hacia comienzos de 2026 este 
dinamismo se debilitó de manera importante, con una creación de empleo de solo 0,5 por ciento en el 
primer trimestre del 2026, en línea con la desaceleración de la actividad económica.  

Por el lado de la inflación, ésta consolidó la tendencia de normalización en los precios y su convergencia a 
los valores meta del tres por ciento con un rango de entre dos y cuatro por ciento. El Banco Central ha 
continuado reduciendo la tasa de política monetaria. No obstante, esta senda de normalización se vio 
afectada de manera transitoria por el descongelamiento de las tarifas eléctricas, medida necesaria para 
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corregir distorsiones en el mercado energético, cuyo impacto en los hogares fue atenuado mediante 
subsidios focalizados. 

El escenario externo presentó desafíos relevantes. El anuncio de aumento de aranceles por parte de Estados 
Unidos en abril de 2025 elevó la incertidumbre y la volatilidad en los mercados financieros internacionales. 
Frente a este escenario, el Gobierno desarrolló una estrategia país en coordinación con el sector privado 
para anticipar efectos y mitigar posibles problemas a los exportadores. En esa misma línea, se creó el 
Consejo de Alto Nivel para la Respuesta Estratégica de Política Económica y Financiera Internacional, con el 
fin de asesorar al Ministerio de Hacienda en los desafíos y oportunidades del nuevo escenario internacional. 
En este contexto, destacan las siguientes medidas e hitos: 

a.  Los Fondos Soberanos mantuvieron resultados positivos durante 2025, alcanzando un valor de mercado 
superior a 14 mil millones de dólares entre el Fondo de Estabilización Económica y Social (FEES) y el 
Fondo de Reserva de Pensiones (FRP). 

b. Se inició el proceso de transición hacia una nueva asignación estratégica de activos del FRP, incorporando 
ajustes en su composición de inversiones y nuevas clases de activos. 

c.  Se avanzó en el diseño del programa de activos alternativos del FRP, incluyendo la selección de asesoría 
especializada y la definición de lineamientos técnicos. 

d.  Se creó el Comité para la Implementación del Programa de Formadores de Mercado, con participación 
de distintas autoridades financieras, definiéndose su modelo básico de funcionamiento. 

e. Se actualizó el Marco de Bonos vinculados a la Sostenibilidad y se realizó una nueva emisión internacional, 
junto con la publicación de la Taxonomía de Actividades Económicas Medioambientalmente Sostenibles 
(T-MAS) y su hoja de ruta de implementación. 

2. Avances legislativos 

Durante el período comprendido entre junio de 2025 y junio de 2026, el Ministerio de Hacienda, en su rol 
de colegislador, logró la aprobación y publicación de proyectos de ley de relevancia para la marcha del país. 
Se destacan especialmente la implementación normativa de la Reforma de Pensiones, la Ley de 
Cumplimiento de las Obligaciones Tributarias y un conjunto de iniciativas orientadas a la reactivación 
económica.  

a.  Ley N°21.748, que establece subsidio a la tasa de interés hipotecaria 

• Publicada en mayo de 2025, esta ley establece un subsidio de 60 puntos base a la tasa de interés para 
créditos hipotecarios destinados a la adquisición de viviendas nuevas, complementado con la Garantía 
de Apoyo del Fondo de Garantías Especiales. Se contempla la entrega de hasta 50 mil subsidios para 
personas naturales en un plazo de dos años, con un cupo reservado de seis mil subsidios para primeras 
viviendas de hasta tres mil unidades de fomento (UF) dirigido a beneficiarios de los programas de 
subsidio habitacional DS01 y DS19. 

• La nueva garantía estatal cubre hasta el 60 por ciento del valor de la vivienda, con duración 
equivalente a la mitad del plazo del crédito, con un máximo de 15 años y un piso de cinco años. Entre 
la entrada en vigencia de la ley y abril de 2026 se han aprobado 29.464 solicitudes por un total de 
68,27 millones de unidades de fomento (UF), registrándose reducciones de tasas de hasta 100 puntos 
base en casos específicos. 
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b.  Ley N°21.755, de simplificación regulatoria y promoción de la actividad económica 

• Publicada en julio de 2025, esta ley introduce un conjunto de modificaciones a distintos cuerpos 
legales destinadas a simplificar trámites y promover la actividad económica. Es complementaria a la 
Ley N°21.770, Ley Marco de Autorizaciones Sectoriales (LMAS), publicada en septiembre de 2025, que 
moderniza más de 380 permisos distribuidos en 37 servicios públicos y busca reducir los plazos de 
tramitación entre un 30 y 70 por ciento. 

Leyes despachadas en 2025 y comienzo 2026: 

• Ley N°21.735, Crea el nuevo Sistema Mixto de Pensiones, publicada el 26 de marzo de 2025. 

• Ley N°21.751, Reajuste del ingreso mínimo mensual con mecanismos de apoyo a MiPymes, publicada 
el 28 de junio de 2025. 

• Ley N°21.748, Subsidio a la tasa de interés hipotecaria para viviendas nuevas, publicada el 29 de mayo 
de 2025. 

• Ley N°21.724, Reajuste de remuneraciones del sector público y aguinaldos, publicada el 3 de enero 
de 2025. 

• Ley N°21.796, Ley de Presupuestos del Sector Público 2026, publicada el 12 de diciembre de 2025. 

• Ley N°21.791, Restablece el feriado bancario modificando la Ley General de Bancos, publicada el 17 
de diciembre de 2025. 

• Ley N°21.755, Simplificación regulatoria y promoción de la actividad económica, publicada el 11 de 
julio de 2025. 

• Ley N°21.806, Reajuste del sector público 2026, publicada el 5 de febrero de 2026. 

• Ley N°21.811, Adopta medidas transitorias para contener el precio del kerosene doméstico en el 
contexto de la emergencia energética internacional, y otras medidas que indica, publicada el 26 de 
marzo de 2026. 

Proyectos en tramitación durante el 2025 

• Reactivación del Turismo e Industria Audiovisual (Boletín 16.817-05). 

• Beneficios tributarios para la clase media (Boletín 17.725-05). 

• Incentivos tributarios al hidrógeno verde (Boletín 17.777-05). 

• Subsistema de Inteligencia Económica contra el crimen organizado (Boletín 15.975-03). 

• Regulación de plataformas de apuestas en línea (Boletín 14.838-03), en segundo trámite en el Senado. 

3. Apoyo a familias y trabajadores 

a. Ingreso Mínimo Mensual 

A partir del 1 de mayo de 2025, el Ingreso Mínimo Mensual se elevó a 529 mil pesos para las personas 
trabajadoras entre 18 y 65 años, beneficiando a cerca de 900 mil personas trabajadoras que perciben el 
salario mínimo. En enero de 2026 se contempló un nuevo incremento a 539 mil pesos, junto con 
mecanismos de apoyo temporal para las micro, pequeñas y medianas empresas. 

b. Reajuste de la Asignación Familiar y del Subsidio Único Familiar 
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Durante el período se actualizaron los tramos de la Asignación Familiar y maternal, y los montos del Subsidio 
Único Familiar, vinculados al reajuste del salario mínimo. Estas medidas fortalecieron la protección social y 
el bienestar de los hogares de menores ingresos. 

4. Mercado de capitales 

A. ESTRATEGIA NACIONAL DE INCLUSIÓN FINANCIERA 

La Comisión Asesora para la Inclusión Financiera, presidida por el Ministerio de Hacienda, lanzó en enero 
de 2025 la primera Estrategia Nacional de Inclusión Financiera. La estrategia contempla 44 iniciativas a 
implementar en un horizonte de cuatro años, organizadas en torno a cuatro objetivos fundamentales: 
aumentar la confianza en el sistema financiero, robustecer la infraestructura financiera, incrementar el 
acceso y uso de productos y servicios financieros, y avanzar hacia un sistema financiero más inclusivo. 

En el marco de la presidencia pro tempore de la Alianza del Pacífico, durante 2025 se publicaron guías de 
diseño y recomendaciones regionales para fortalecer la educación financiera, además del primer Mapeo 
Nacional de programas en esta materia. 

B. CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA 

Durante 2025, el Consejo de Estabilidad Financiera (CEF) —integrado por el Ministerio de Hacienda, el 
Banco Central de Chile, la Comisión para el Mercado Financiero y la Superintendencia de Pensiones— 
desarrolló labores de coordinación interinstitucional en un contexto internacional caracterizado por 
incertidumbre, particularmente tras los aumentos arancelarios anunciados por el Gobierno de Estados 
Unidos a partir del 2 de abril. En este contexto, el Consejo realizó sesiones extraordinarias de seguimiento, 
acordó mecanismos de monitoreo permanente a través de sus instituciones miembro y coordinó acciones 
con entidades fiscalizadas, así como a nivel diplomático y en el marco del TDLC. 

Junto con el seguimiento de la coyuntura externa, el CEF abordó materias relacionadas con el desarrollo y 
la estabilidad financiera. Entre los temas tratados se incluyeron la presentación semestral del Informe de 
Estabilidad Financiera del Banco Central; el monitoreo de situaciones del mercado local; la implementación 
de la Reforma de Pensiones y el avance del régimen de inversión del Fondo Autónomo de Protección 
Previsional (FAPP); el seguimiento de la implementación de legislación financiera recientemente 
promulgada; la creación de un grupo de trabajo sobre Formadores de Mercado y mejoras al mercado Repo; 
y la asesoría técnica del FMI en materia de gestión de liquidez de emergencia. 

C. IMPLEMENTACIÓN NORMATIVA DE LA REFORMA DE PENSIONES 

Durante el período, el Ministerio de Hacienda lideró la implementación de la Ley N°21.735 de Reforma de 
Pensiones, publicada el 26 de marzo de 2025. Los principales hitos cumplidos son los siguientes: 

• Preinstalación e inicio de operaciones del Fondo Autónomo de Protección Previsional (FAPP). En 
marzo de 2025 el Ministerio de Hacienda encomendó la preinstalación del FAPP, completando los 
ocho hitos legales antes de los plazos establecidos por el artículo décimo quinto transitorio. En julio 
de 2025 el Senado ratificó al Consejo del Fondo, presidido por Enrique Marshall e integrado por 
Rosario Celedón, Rodrigo Caputo, Ricardo Matte y Soledad Huerta. El FAPP inició sus operaciones el 1 
de agosto de 2025, con la designación de Sergio Soto como director ejecutivo, y al cierre de noviembre 
de 2025 administraba recursos por aproximadamente 410 mil millones de pesos (446 millones de 
dólares), provenientes de la nueva cotización y de la transferencia inicial desde el Fondo de Reserva 
de Pensiones. 
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• Entrada en vigor de la nueva cotización de cargo del empleador. A partir de las remuneraciones de 
agosto de 2025 entró en vigencia la cotización adicional de 1 por ciento de cargo del empleador, 
primera etapa del incremento gradual que llegará a 8,5 por ciento en 2033. De este 1 por ciento, un 
0,1 por ciento se destina directamente a las cuentas de capitalización individual y un 0,9 por ciento al 
Seguro Social Previsional, principalmente para financiar la Compensación por Diferencias de 
Expectativa de Vida para las mujeres. 

• Aumento gradual de la Pensión Garantizada Universal. En septiembre de 2025 entró en vigencia el 
aumento de la PGU a 250 mil pesos mensuales para personas mayores de 82 años, beneficiando a 
más de 390 mil pensionados y a 350 mil beneficiarios de pensiones de invalidez. 

• Inicio del pago de beneficios del Seguro Social Previsional. En enero de 2026 comenzó el pago del 
Beneficio por Años Cotizados y la Compensación por Diferencias de Expectativa de Vida para las 
mujeres, primeros beneficios financiados con cargo al FAPP. 

• Diseño del nuevo Régimen de Inversión y de los Fondos Generacionales. En junio de 2025 la 
Superintendencia de Pensiones inició la licitación pública para la consultoría de diseño de los Fondos 
Generacionales, Carteras de Referencia y medidas de desempeño de las inversiones, adjudicada en 
agosto de 2025 a la firma Mercer Consulting Chile por un presupuesto de 444 millones de pesos. En 
paralelo, el Ministerio de Hacienda y la Superintendencia de Pensiones avanzaron en la visación de 
los regímenes de inversión del FAPP y de los fondos generacionales, con el objetivo de asegurar una 
implementación normativa compatible con el funcionamiento del mercado de capitales local. Tras 
una consulta pública al mercado en enero de 2026 y una reunión informativa con potenciales 
oferentes a fines de abril, el 8 de mayo de 2026 el Administrador del FAPP inició el proceso de licitación 
pública para la administración de sus carteras de inversión, en aplicación del artículo 29 de la Ley 
N°21.735 y bajo el modelo de delegación total de carteras que la ley establece. En esta primera etapa 
se licitan dos mandatos: Renta Fija Nacional de Corto Plazo, por dos años renovables por dos períodos 
de un año cada uno, orientado a preservar capital y garantizar liquidez operacional; y Renta Fija 
Nacional de Largo Plazo, por cinco años renovables por dos períodos de dos años cada uno, con foco 
en instrumentos de largo plazo. La admisibilidad de los oferentes se rige por la Norma de Carácter 
General N°352 de la Superintendencia de Pensiones y por las bases de licitación, con plazo de 
presentación de ofertas hasta el 7 de junio de 2026. 

4. Finanzas públicas 

A. CONDUCCIÓN DE LA POLÍTICA FISCAL 

Durante 2025 se hizo seguimiento y control de la ejecución presupuestaria del gasto, en un contexto de 
incumplimiento de la meta de balance estructural. Se publicaron de manera sistemática los Informes 
Trimestrales de Finanzas Públicas, los informes mensuales de ejecución presupuestaria del Gobierno 
Central y los Informes de Deuda Bruta del Gobierno Central. 

B. OFICINA DE LA DEUDA PÚBLICA 

Durante el año 2025 se continuó con el programa de coberturas que permite disminuir la participación de 
la deuda en moneda extranjera, reduciendo así la exposición de la deuda pública a fluctuaciones del tipo de 
cambio. Se creó el Comité para la Implementación del Programa de Formadores de Mercado, con 
participación del Banco Central, la Comisión para el Mercado Financiero y la Superintendencia de Pensiones, 
cuya primera reunión se realizó en julio de 2025. 
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Durante 2025 Chile mantuvo su clasificación de riesgo soberano A2/A-/A según las agencias Moody's, Fitch 
y S&P, respectivamente, todas con perspectiva “estable”, posicionándose por sobre la mayoría de las 
economías de la región en las tres agencias. 

C. FONDOS SOBERANOS 

Al cierre de 2025, el valor de mercado de los Fondos Soberanos alcanzó los 14.202 millones de dólares, de 
los cuales 3.889 millones de dólares corresponden al Fondo de Estabilización Económica y Social y 10.313 
millones de dólares al Fondo de Reserva de Pensiones, equivalentes a 1,1 por ciento y 2,9 por ciento del 
Producto Interno Bruto (PIB), respectivamente. La rentabilidad fue positiva para el acumulado del año 2025: 
7,49 por ciento para el Fondo de Estabilización Económica y Social y 19,9 por ciento para el Fondo de 
Reserva de Pensiones, ambas en dólares. 

Durante el año se dio inicio formal al proceso de transición hacia la nueva asignación estratégica de activos 
del Fondo de Reserva de Pensiones, con un aumento progresivo de la exposición a acciones y la reducción 
de la participación en renta fija. Se definieron además los lineamientos para incorporar bonos soberanos 
de mercados emergentes en dólares como nueva clase de activo. En conformidad con la recomendación del 
Comité Financiero, se seleccionó a la firma Callan como consultor especializado para el diseño del programa 
de activos alternativos del Fondo. 

D. FINANZAS SOSTENIBLES 

• Taxonomía de Actividades Económicas Medioambientalmente Sostenibles 

En diciembre de 2024 se publicó el anteproyecto de la Taxonomía de Actividades Económicas 
Medioambientalmente Sostenibles, elaborado mediante un proceso técnico y participativo que 
incluyó a más de 400 personas, más de 70 actividades de capacitación y una consulta ciudadana que 
recibió más de 280 observaciones. El documento final fue publicado el 30 de mayo de 2025 e incluye 
una hoja de ruta de implementación, una herramienta de autoevaluación para empresas y un 
programa de capacitaciones sectoriales, cubriendo nueve sectores económicos elegibles: agricultura, 
ganadería, silvicultura y pesca/acuicultura; minas y canteras (incorporación que innova respecto de la 
taxonomía europea); industrias manufactureras; suministro de electricidad, gas, vapor y aire 
acondicionado; suministro de agua, gestión de desechos y descontaminación; construcción; 
transporte y almacenamiento; información y comunicaciones; y actividades inmobiliarias. 

Durante la fase de implementación, entre junio y septiembre de 2025 la Oficina de Finanzas 
Sostenibles del Ministerio de Hacienda dictó un ciclo de talleres sectoriales para acompañar a 
empresas, gremios y entidades en la comprensión y aplicación de los criterios técnicos de selección. 
En paralelo, se iniciaron pilotos con bancos para evaluar la alineación de sus carteras de clientes con 
la T-MAS y diagnósticos con instituciones públicas, y se avanzó en el desarrollo de una plataforma 
interactiva de autoevaluación para empresas y en un análisis comparativo con la taxonomía de la 
Unión Europea para facilitar la interoperabilidad y atraer inversión extranjera. Durante 2025 y 
principios de 2026 se analizaron, además, las opciones para transitar desde el actual carácter 
voluntario hacia un marco normativo, tomando como referencia la experiencia europea. 

El propósito de la Taxonomía es proporcionar certidumbre, transparencia y comparabilidad a los 
mercados, facilitando la identificación de proyectos sostenibles por parte de inversionistas nacionales 
e internacionales. La elaboración de esta herramienta ubica a Chile como el primer país de la región 
que cuenta con un instrumento de estas características. 
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• Bonos vinculados a la sostenibilidad 

Se actualizó el Marco de Bonos vinculados a la Sostenibilidad para incorporar un indicador de 
biodiversidad basado en el Marco Kunming-Montreal, en cumplimiento de la meta 30x30, la cual 
consiste en proteger y gestionar de manera efectiva al menos el 30 por ciento de las áreas terrestres, 
de aguas continentales, costeras y marinas del planeta para el año 2030. La incorporación de este 
indicador permitió la emisión, en 2026, de un bono soberano vinculado a la sostenibilidad por 1.500 
millones de euros, con buena recepción del mercado.  

5. Modernización del Estado 

Durante 2025 se profundizó el ecosistema de modernización del Estado, sustentado en el trabajo conjunto 
entre la Coordinación de Modernización del Ministerio de Hacienda, la Secretaría de Modernización del 
Estado, la Secretaría de Gobierno Digital y el Laboratorio de Gobierno. Esta arquitectura institucional 
permitió articular agendas en seis frentes complementarios: calidad de servicio, innovación pública, 
plataformas digitales transversales, identidad y seguridad digital, digitalización de trámites e innovaciones 
en políticas sociales y sectoriales. 

A. CALIDAD DE SERVICIO Y EXPERIENCIA USUARIA 

Por tercer año consecutivo se implementó el Sistema de Calidad de Servicio y Experiencia Usuaria, que 
contó con la participación de 166 instituciones y permitió ejecutar 970 actividades de mejora durante 2025, 
consolidándose como el principal instrumento de gestión de la experiencia ciudadana en el Estado. La 
Medición de Satisfacción Usuaria, componente central del sistema, mostró que un 69 por ciento de las 
personas evaluó con nota 6 o 7 su experiencia con los trámites del Estado, cuatro puntos porcentuales por 
sobre el resultado de 2024. Este avance refleja el impacto acumulado de los esfuerzos de rediseño de 
servicios y simplificación de procesos impulsados en los últimos años. 

B. INNOVACIÓN PÚBLICA 

La sexta medición del Índice de Innovación Pública contó con la participación de 60 organismos y alcanzó 
un resultado promedio de 42,1 puntos (máximo histórico), con un crecimiento interanual de 7,1 por ciento 
y doce instituciones en el nivel de madurez máximo. Este desempeño se complementa con el 
fortalecimiento del ecosistema: la Red de Innovadores Públicos alcanzó 32.386 integrantes con 
representación en las 16 regiones del país, mientras que la Escuela de Innovación Pública consolidó su 
segundo año de funcionamiento con 15 cursos dictados, más de 49 mil inscritos y 25.694 cursos 
completados, ampliando significativamente la base de capacidades técnicas instaladas en el sector público. 

A través del Servicio de Consultoría Ágil del Laboratorio de Gobierno se desarrollaron proyectos de 
innovación con impacto directo en la gestión: la reducción de más de 45 por ciento en los plazos de entrega 
del SIMCE, que pasaron de 220 a 120 días; el lanzamiento de la Plataforma Multipostulador de la Junta 
Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) en siete regiones; y el desarrollo, en el marco del proyecto Impacta 
GovTech, de una Biblioteca Normativa con inteligencia artificial para apoyar la tramitación de permisos de 
edificación en las Direcciones de Obras Municipales. Asimismo, el Laboratorio de Gobierno continuó 
liderando, junto a ChileCompra, la instalación operativa de la Compra Pública de Innovación, mediante la 
Ruta de Acompañamiento Técnico y las Orientaciones para Compradores, en el marco de la Ley N°21.634 
de modernización de compras públicas. 
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C. PLATAFORMAS TRANSVERSALES DEL ESTADO 

Las plataformas compartidas de la administración pública experimentaron una expansión sostenida en su 
uso y cobertura. FirmaGob pasó de 30 a más de 46 millones de documentos firmados anualmente, con 
presencia en 305 municipios y en el Gobierno Central, consolidándose como el estándar de firma electrónica 
del Estado. DocDigital prácticamente duplicó su volumen, al pasar de 1,6 millones a más de tres millones de 
comunicaciones anuales. Por su parte, la interoperabilidad mediante la Plataforma Integrada de Servicios 
Electrónicos del Estado (PISEE) creció de 345 a 554 millones de transacciones anuales, con 430 instituciones 
integradas, reflejando la profundización del intercambio de información entre organismos públicos. 

D. IDENTIDAD Y SEGURIDAD DIGITAL 

En octubre de 2025 se implementó en Clave Única el Segundo Factor de Autenticación vía correo 
electrónico, fortaleciendo la seguridad del principal mecanismo de identidad digital del Estado. El 
despliegue alcanzó a la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), la Administradora de Fondos de 
Cesantía (AFC), Carabineros, la Defensoría Penal Pública, Mercado Público, la Contraloría General de la 
República, la Comisión Nacional de Riego y nueve Prestadores de Servicios de Certificación de firma 
electrónica avanzada. En paralelo, se constituyó la Comisión Interinstitucional de Seguridad de Clave Única, 
integrada por la Secretaría de Gobierno Digital, la Agencia Nacional de Ciberseguridad, el Servicio de 
Registro Civil e Identificación y ChileAtiende, con el objetivo de una gobernanza permanente sobre la 
seguridad del sistema. 

El sitio Casillaunica.cl entró en producción como domicilio digital oficial para la ciudadanía, en cumplimiento 
de la Ley N°21.180 de Transformación Digital. La plataforma escaló desde 60 mil notificaciones en diciembre 
de 2025 a más de un millón en enero de 2026, con diez instituciones integradas (entre ellas el Instituto de 
Previsión Social (IPS), la Policía de Investigaciones (PDI) y la Municipalidad de Renca). El objetivo es la 
expansión progresiva de Casilla Única para reemplazar las cartas certificadas a escala nacional, con un 
impacto significativo en eficiencia, trazabilidad y reducción de costos para el Estado y los ciudadanos. 

E. DIGITALIZACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN DE TRÁMITES 

Los proyectos desarrollados con financiamiento y colaboración de la Secretaría de Modernización 
permitieron consolidar la digitalización y simplificación de trámites en 25 instituciones. Entre los hitos del 
período destacan la implementación de la licencia de conducir digital en 13 regiones, que alcanzó 500 mil 
emisiones y se proyecta como uno de los principales servicios digitales masivos del Estado; el 
fortalecimiento tecnológico del Consejo de Monumentos Nacionales, del Ministerio de Bienes Nacionales y 
del Servicio de Evaluación Ambiental; y el lanzamiento, en mayo de 2025, de la Ventanilla Única de 
Beneficios Sociales como punto único de acceso ciudadano a la oferta social del Estado. 

La atención ciudadana se optimizó adicionalmente mediante el nuevo sistema de matrícula de la Junta 
Nacional de Jardines Infantiles, los portales digitales de la Superintendencia de Pensiones y de la 
Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), y el Sistema Integrado de Fiscalización Tributaria y Crimen 
Organizado, herramienta que fortalece la capacidad del Estado para enfrentar la evasión y los delitos 
económicos asociados. 

F. INNOVACIONES EN POLÍTICAS SOCIALES Y SECTORIALES 

El período también registró avances relevantes en la institucionalidad digital de las políticas sociales. Se 
implementó el Sistema de Garantías de la Niñez, infraestructura tecnológica que respalda la operación de 
la Ley N°21.430 sobre garantías y protección integral de los derechos de la niñez y adolescencia. Asimismo, 
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entraron en operación el Registro Nacional de Adultos Mayores y el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, 
plataformas que articulan información y prestaciones para dos poblaciones prioritarias de la política social, 
sentando bases para una gestión más integrada y centrada en las personas. 

6. Comercio exterior 

A. SISTEMA INTEGRADO DE COMERCIO EXTERIOR 

Durante 2025, el Sistema Integrado de Comercio Exterior consolidó avances significativos en 
interoperabilidad a nivel nacional e internacional. El 83 por ciento del valor en condiciones Free On Board 
(FOB, indica que el precio de la exportación incluye el costo de la mercancía más los gastos de transporte y 
carga hasta que esta se coloca a bordo del medio de transporte) del total de las exportaciones y el 58 por 
ciento del valor en condiciones Cost, Insurance and Freight (CIF, precio de la importación incluye el valor de 
la mercancía, más el costo del transporte y del seguro) del total de las importaciones del país se realizaron 
a través del Sistema, reflejando su alto nivel de utilización y posicionándolo como infraestructura habilitante 
del sistema logístico nacional. 

En el ámbito nacional, se concretó la integración con la Ventanilla Única Marítima y los Port Community 
Systems (PCS) de Talcahuano y San Antonio, incorporando hitos de embarque y desembarque efectivo. Esto 
ha fortalecido la trazabilidad de las operaciones y habilitado procesos de mayor valor público, como la 
devolución anticipada del Impuesto al Valor Agregado (IVA) a los exportadores. 

A nivel internacional, se encuentra operativo el intercambio electrónico de certificados zoosanitarios con 
México, Colombia y Uruguay, así como el intercambio digital de certificados fitosanitarios y certificados de 
origen, consolidando la inserción de Chile en cadenas logísticas digitales. 

B. PROGRAMA DE EXPORTACIÓN DE SERVICIOS GLOBALES 

Durante 2026 continúa la ejecución del Préstamo Basado en Resultados (PBR) suscrito en 2025 con el Banco 
Interamericano de Desarrollo por 15 millones de dólares para el período 2025-2027, junto a la Fundación 
Chile, Corfo, ProChile, InvestChile y los ministerios de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y de Ciencia, 
Tecnología, Conocimiento e Innovación. El objetivo es aumentar el talento digital, promover exportaciones 
y atraer inversiones mediante la coordinación público-privada del sector. 

De este préstamo, 9,8 millones de dólares se destinan a financiar el funcionamiento y las becas de la 
iniciativa Talento Digital para Chile en el trienio, lo que permite que desde 2025 su unidad operativa sea 
financiada íntegramente por Hacienda y opere bajo una gobernanza fortalecida. En septiembre de 2025 
sesionó por primera vez para el período 2025-2027 la Mesa Ejecutiva de Talento Digital, conformada por 
Hacienda como ejecutor del Programa de Exportación de Servicios Globales, junto al Ministerio del Trabajo 
y Previsión Social, Sence, InvestChile, Corfo, Sofofa, ACTI, Chiletec, Fundación Chile y Fundación Kodea, con 
tres instancias de funcionamiento orientadas a mejorar la toma de decisiones estratégicas. Esta nueva etapa 
vincula directamente la formación digital con el Programa de Exportación de Servicios Globales, con foco 
en inteligencia artificial, datos, ciberseguridad, servicios globales, empleos de alto valor y mayor 
participación femenina. 

Durante 2025 se lanzaron, entre otras convocatorias, 3.200 becas del programa Reinvéntate en julio y 2.075 
becas adicionales en octubre, en áreas de alta demanda como programación, análisis de datos, diseño 
UX/UI y ciberseguridad, bajo metodología bootcamp de tres a seis meses. Los resultados acumulados del 
programa muestran más de 35 mil becas gestionadas desde 2019 sobre más de 127 mil postulantes, una 
tasa de inserción laboral del 77 por ciento, un 79 por ciento de egresados que encuentra empleo antes de 
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los seis meses, un ingreso promedio a seis meses de egreso de 907 dólares (un 47 por ciento por sobre el 
ingreso previo) y un 36 por ciento de mujeres entre las personas egresadas. En diciembre de 2025 se realizó 
el Summit “Laboratorio para diseñar el futuro”, que marcó el inicio formal de esta nueva etapa del 
programa. 

7. Servicios de Hacienda 

A. SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS (SII) 

Durante 2025, el Servicio de Impuestos Internos consolidó su rol estratégico en el cumplimiento tributario 
y en el combate a la evasión, la elusión y el crimen organizado, en un período marcado por la 
implementación gradual de la Ley N°21.713 sobre Cumplimiento de las Obligaciones Tributarias. Los 
ingresos tributarios del año alcanzaron 60.644.083 millones de pesos, con un aumento del 4,3 por ciento 
real respecto del año anterior. La recaudación por Impuesto al Valor Agregado fue de 28,5 billones de pesos, 
2,3 por ciento real mayor al año anterior, mientras que la recaudación del Impuesto al Valor Agregado neto 
alcanzó los 27,2 billones de pesos, con un aumento de 9,3 por ciento real respecto del año anterior. Este 
crecimiento es 2,8 puntos porcentuales superior a la variación del consumo de los hogares entre 2024 y 
2025, antecedente que constituye una señal favorable en materia de reducción de la evasión del Impuesto 
al Valor Agregado. 

El Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario 2025 articuló sus medidas en tres estrategias 
complementarias: 

• Estrategia de facilitación y prevención. Se realizaron 215.064 inicios de actividades de primera 
categoría, equivalente a un aumento del 15,4 por ciento respecto de 2024. Este incremento se vincula, 
entre otros factores, a la Ley de Cumplimiento de Obligaciones Tributarias, que dispuso que los 
organismos públicos, las municipalidades, los operadores de medios de pago, las plataformas digitales 
de comercio y la banca deben exigir y acreditar el inicio de actividades a las personas que realizan 
actividades comerciales. Para apoyar a los nuevos contribuyentes y a los organismos involucrados, se 
realizaron más de 50 reuniones y mesas de trabajo con entidades de fomento a nivel nacional y 
regional, 400 reuniones con municipalidades y asociaciones de contribuyentes, y reuniones de trabajo 
con todos los operadores de medios de pago, plataformas digitales y la banca tradicional. 

Se registraron 113.255 términos de giro de primera categoría, una baja de 3,8 por ciento en relación 
al año 2024. Los asistentes a charlas, cursos presenciales y en línea alcanzaron las 64.602 personas, 
un 38 por ciento más que en 2024. En materia de educación tributaria, la serie Ciudad Tributo, con 
doce episodios y 16 canciones, ha tenido más de 560 mil visualizaciones y más de 14 mil horas de 
reproducción. El Índice de Satisfacción Neta de los contribuyentes con el Servicio alcanzó un 61,9 por 
ciento. La encuesta de percepción de la Administración Tributaria Chilena 2025 mostró un 
mejoramiento de tres puntos porcentuales respecto al año anterior en la facilidad para realizar 
trámites ante el Servicio, pasando de 78 a 81 por ciento. 

• Estrategia de control y fiscalización. Se ejecutaron 5.891 auditorías y 14.491 revisiones de 
cumplimiento, destinando 722.579 horas de fiscalización. En los controles masivos asociados a los 
procesos de la Operación Renta y del Impuesto al Valor Agregado se controló a 340.546 
contribuyentes, de los cuales el 14,3 por ciento se atendió en oficinas en aquellos casos en que el 
riesgo detectado hacía necesaria una revisión presencial, mientras que el 73,1 por ciento solucionó 
sus observaciones a través del sitio web o el Servicio resolvió su situación mediante procesos 
centralizados. 
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En el control tributario en terreno se destinaron más de 366.388 horas de fiscalización, equivalente a 
un aumento de 71,3 por ciento respecto del año anterior, con la ejecución de 467.860 acciones, un 
104,3 por ciento más que las realizadas en 2024. Estas acciones se concentraron en comercios 
establecidos, ferias mayoristas y otros puntos de venta, con aproximadamente 265.034 
fiscalizaciones, y en controles carreteros con 202.826 procedimientos, un 280 por ciento más que el 
año anterior. Como resultado, se cursaron 14.663 infracciones, un incremento de 59,7 por ciento en 
comparación con el año anterior, y 5.879 clausuras, un 73 por ciento más que el año anterior. 

La estrategia de control con los grupos empresariales permitió abordar de manera más efectiva 
riesgos complejos y de alto impacto. Durante 2025 se suscribieron ocho acuerdos de precios de 
transferencia, alcanzando un total acumulado de 23 acuerdos desde 2019. Asimismo, se firmó un 
acuerdo de colaboración con un grupo empresarial cuyo convenio promueve la sostenibilidad 
tributaria mediante la entrega anticipada de información, la adopción de buenas prácticas fiscales y 
la gestión preventiva de riesgos. Se realizaron además 7.891 acciones de fiscalización al catastro de 
bienes raíces. La encuesta de percepción 2025 mostró un aumento de siete puntos porcentuales 
respecto del año anterior en la percepción de que el Servicio sanciona de forma efectiva a aquellos 
contribuyentes que reiteradamente no cumplen sus obligaciones tributarias, pasando de 59 a 66 por 
ciento. 

• Estrategia contra el fraude, el delito tributario y el crimen organizado. Se presentaron 227 querellas 
con 677 imputados, con un aumento de 8,6 por ciento en las querellas y de 3,5 por ciento en los 
imputados respecto de 2024. El 80,5 por ciento de los querellados resultó con condena o salida 
alternativa, y el perjuicio fiscal determinado en las querellas presentadas alcanzó los 158 mil millones 
de pesos. Se detectaron 18.060 contribuyentes como emisores agresivos de facturas falsas, lo que ha 
impedido la rebaja indebida de créditos del Impuesto al Valor Agregado por 189.400 millones de 
pesos. 

En materia de combate al crimen organizado, se obtuvieron resultados relevantes en distintos frentes. 
Se presentaron dos querellas por el robo de camiones con salmón y la comercialización clandestina 
de más de dos toneladas de salmón robado. En conjunto con la Policía de Investigaciones y el 
Ministerio Público se desarticuló una banda dedicada al robo y clonación de camiones y maquinaria 
pesada, presentándose querella por los delitos de presentación maliciosamente falsa de 
declaraciones del Impuesto al Valor Agregado y de la Renta contra siete personas. Se ejecutaron 
acciones judiciales en casos asociados a ilícitos en los que están involucrados centros comerciales 
mayoristas en las regiones de Atacama, Valparaíso y Magallanes. 

La Oficina de Crimen Organizado, creada en octubre de 2024, ha consolidado su funcionamiento 
durante 2025, coordinando acciones interinstitucionales y utilizando herramientas de análisis de 
datos para detectar y denunciar delitos vinculados al crimen organizado en el ámbito tributario. 
Adicionalmente, la aplicación de la Norma General Antielusión permitió fortalecer la detección y 
sanción de planificaciones tributarias agresivas. 

Además de las estrategias del Plan de Gestión, durante 2025 el Servicio avanzó en las siguientes 
materias: 

• Implementación de la Ley N°21.713 sobre cumplimiento de las obligaciones tributarias: Durante 2025, 
el Servicio avanzó en la implementación normativa y tecnológica de la Ley N°21.713, que refuerza las 
herramientas para combatir la informalidad, la evasión, la elusión y el crimen organizado. En el ámbito 
normativo, se publicaron 25 circulares y 40 resoluciones, que corresponden a la totalidad de aquellas 
que debían emitirse con las instrucciones de las modificaciones legales contenidas en la ley. 
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• En materia de sistemas informáticos, se desarrollaron y pusieron en marcha herramientas relevantes: 

- Plataforma Mi Negocio Cumple en el sitio web del Servicio, para apoyar la formalización de 
actividades económicas. 

- Interfaz de programación para que las plataformas digitales, los operadores de medios de pago, 
los bancos y los organismos públicos verifiquen automáticamente el inicio de actividades de los 
contribuyentes. 

- Modificación del portal para el registro y ajuste de los formularios para la declaración y el pago 
del Impuesto al Valor Agregado en la compra de bienes importados a través de plataformas 
digitales extranjeras. 

- Incorporación en el Mi SII del contribuyente de la información sobre las transferencias informadas 
por los bancos respecto de 50 abonos recibidos en un mes, o 100 o más abonos en seis meses. 

- Sistema para recibir denuncias anónimas y autodenuncias, en el marco de la nueva figura del 
denunciante anónimo, la cual está establecida por la ley. 

• Reconocimiento institucional 

Por sexto año consecutivo, el Servicio participó en el Índice de Innovación Pública, obteniendo 94,6 
puntos, posicionándose como líder entre los organismos públicos participantes. 

 

 

B. SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS 

Entre junio de 2025 y marzo de 2026, el Servicio Nacional de Aduanas recaudó 14.859 millones de dólares 
en gravámenes aduaneros, equivalentes a cerca de 28 por ciento de la recaudación tributaria del país y a 
cinco por ciento del Producto Interno Bruto. Durante el período, las acciones de fiscalización mostraron una 
efectividad de 79 por ciento, mientras que las selecciones de fiscalización en ingreso de mercancías 
alcanzaron una efectividad de 32,6 por ciento. 

A partir de octubre de 2025 entró en vigor el cobro del Impuesto al Valor Agregado (IVA) a todas las 
importaciones por servicio de envío rápido y postal, cuyos ingresos tributarios desde su puesta en marcha 
al 31 de marzo de 2026 alcanzaron los 230 millones de dólares. Se entregó la nueva Avanzada Aduanera de 
Quillagua, con una inversión aproximada de 28.500 millones de pesos, la mayor obra en la historia del 
Servicio. 

C. TESORERÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Durante 2025 la Tesorería General de la República recaudó un total de 1,072 billones de pesos por concepto 
de cobro de deudas tributarias morosas. En el marco de la Ley de Cumplimiento Tributario, se implementó 
la notificación de demandas vía correo electrónico, modernizando el proceso de cobro de obligaciones 
tributarias y permitiendo realizar 3.682 notificaciones electrónicas en el período, con una proyección de 
más de 100 mil notificaciones para 2026. 

Se consolidó la publicación de avisos de remate de bienes raíces exclusivamente en formato digital a través 
del portal institucional, dando cumplimiento al artículo 185 del Código Tributario. Se impulsaron convenios 
con condonación de multas e intereses para regularizar deudas tributarias, permitiendo a más de 113 mil 
contribuyentes ponerse al día en sus obligaciones. 
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En el ámbito de la distribución de recursos públicos, la Tesorería gestionó el pago a 164.555 vocales de mesa 
y escrutadores a nivel nacional por su labor durante el calendario electoral, ejecutando una devolución total 
de más de 4.358 millones de pesos en un total de doce días hábiles, reduciendo significativamente los plazos 
históricos. 

En el plano del cobro de las deudas del Crédito con Aval del Estado, la Tesorería puso en marcha un plan de 
acción de cobranza a partir de la segmentación de la cartera de deudores según nivel de ingresos, lo que 
permite diferenciar entre quienes pueden acceder a convenios de pago y aquellos casos en que corresponde 
iniciar acciones judiciales de cobranza. 

D. DIRECCIÓN DE COMPRAS Y CONTRATACIÓN PÚBLICA 

Durante 2025, a través de la plataforma Mercado Público se transaron 21.953 millones de dólares en bienes 
y servicios adquiridos por el Estado, con un crecimiento real de 20,7 por ciento respecto del período 
anterior. Más de mil entidades públicas emitieron más de 1.868 mil órdenes de compra, con la participación 
de más de 110 mil proveedores a nivel nacional. 

La reforma legal permitió reducir significativamente el uso de mecanismos excepcionales: el trato directo 
registró una disminución real de 22,1 por ciento en montos, pasando de representar el 20 por ciento al 12,8 
por ciento del total transado. La licitación pública concentró el 76,6 por ciento del monto total transado, 
alcanzando 16.825 millones de dólares, con un crecimiento real de 30 por ciento. 

Las Empresas de Menor Tamaño se adjudicaron seis de cada diez órdenes de compra, logrando una 
participación de 82,9 por ciento de los montos transados mediante el procedimiento de Compra Ágil. La 
gestión estratégica del sistema permitió ahorros estratégicos por 381 millones de dólares, impulsados por 
mejores condiciones de precio en licitaciones, convenios marco y compras coordinadas. 

El 12 de junio de 2025 se lanzó la plataforma de Economía Circular del Estado, una iniciativa inédita en 
América Latina que permite transferir gratuitamente activos entre organismos públicos. Desde su puesta 
en marcha, ha beneficiado a 87 instituciones y revalorizado 34.797 productos en 12 categorías, como 
tecnología, mobiliario e insumos médicos. El 92 por ciento de los bienes publicados ha sido reservado, 
mientras que su reutilización generó un ahorro fiscal estimado en un millón de dólares. La experiencia 
posiciona al país como referente regional y ofrece un modelo con potencial de replicarse en América Latina 

En materia de probidad y transparencia se implementó un modelo de control preventivo automatizado: el 
cruce de información de Beneficiarios Finales en Mercado Público con el Sistema de Información y Control 
de Personal de la Administración del Estado permitió detectar riesgos en 1.261 órdenes de compra, por un 
total de 3.254 millones de dólares, con alertas emitidas a 171 entidades públicas. Se registraron 196.173 
beneficiarios finales, fortaleciendo la transparencia societaria. 

E. DIRECCIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

Durante 2025, el 68,1 por ciento de los ingresos a contrata y bajo el Código del Trabajo en la administración 
del Estado se realizaron mediante procesos de selección transparentes. Se consolidó el programa Semillero 
de Talento Joven, que permitió identificar a estudiantes con desempeños destacados en el programa 
Prácticas Chile y facilitar su contratación: 289 jóvenes profesionales recién titulados fueron contratados en 
109 instituciones del Estado. Adicionalmente, en 2025 se gestionó una cifra histórica de interés en el servicio 
público, con 26.414 postulaciones para prácticas profesionales. 

La permanencia promedio de los directivos del Sistema de Alta Dirección Pública alcanzó 3,1 años, cifra 
superior al promedio histórico de 2,7 años. El 36 por ciento de los nombramientos en Alta Dirección Pública 
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correspondió a mujeres, cifra que supera ampliamente el 25,6 por ciento del sector privado y mantiene la 
tendencia histórica del período. 

F. UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO 

En 2025, la Unidad de Análisis Financiero atendió cerca de 10 mil entidades reportantes, procesando más 
de 21 mil Reportes de Operaciones Sospechosas y administrando más de 1,6 millones de Reportes de 
Operaciones en Efectivo. La cantidad de entidades reportantes ha aumentado un 28 por ciento y los 
Reportes de Operaciones Sospechosas se han incrementado en 252 por ciento en los últimos cinco años. 

Como Secretaría Técnica de la Mesa Intersectorial sobre Prevención y Combate al Lavado de Activos y al 
Financiamiento del Terrorismo, la Unidad coordinó la ejecución del Plan de Acción 2023-2027, que 
considera ocho objetivos, siete líneas estratégicas y 58 compromisos. A diciembre de 2025, el plan registró 
un avance de 84 por ciento. 

En marzo de 2025 se publicó la circular N°62, denominada Recopilación Actualizada de Normas, que entró 
en vigencia el 1 de junio de 2025 para todos los sujetos obligados, contemplando disposiciones específicas 
aplicables desde el 1 de julio de 2025 para los regulados por la Ley N°21.521 de Tecnología Financiera. 

G. SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO 

Durante el período, la Superintendencia de Casinos de Juego inició el proceso de otorgamiento de permiso 
de operación para un casino de juego en la comuna de Puerto Varas. Las bases técnicas incorporaron 
condiciones especiales como una oferta económica mínima garantizada de 5 mil unidades de fomento (UF) 
al año y la obligación de mantener al menos al 80 por ciento de los trabajadores que se desempeñan para 
el actual concesionario. 

La Superintendencia, junto con la Unidad de Análisis Financiero, publicó la consulta pública sobre una nueva 
circular conjunta que actualiza la normativa vigente en materia de prevención del lavado de activos, del 
financiamiento del terrorismo y del financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, 
aplicable a los casinos de juego que operan en el país. Asimismo, se lanzó el nuevo portal ciudadano Mi SCJ, 
plataforma digital que permite a las personas usuarias ingresar solicitudes en línea, conocer el estado de 
tramitación de cada una y acceder directamente a su expediente electrónico. 

La Superintendencia colaboró activamente en la tramitación del proyecto de ley sobre el Subsistema de 
Inteligencia Económica, actualmente en el tercer trámite constitucional en el Senado, que incorpora nuevas 
herramientas para combatir el juego ilegal, incluyendo la facultad expresa de la Superintendencia para 
calificar la naturaleza de azar de una máquina electrónica a solicitud de una municipalidad. 

H. CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO 

Durante el período, el Consejo de Defensa del Estado fortaleció su rol estratégico en la defensa del interés 
fiscal mediante la implementación de modelos coordinados de actuación judicial, la intensificación de 
acciones de cobro y una persecución penal focalizada en delitos complejos. Destaca la estandarización 
nacional del modelo de restitución de inmuebles fiscales y la recuperación efectiva de más de 3.300 millones 
de pesos asociados a subvenciones educativas y becas no restituidas, a través de acciones judiciales, 
extrajudiciales y acuerdos de transacción. 

En materia penal, el Consejo consolidó un enfoque especializado y coordinado con organismos clave del 
Estado, incorporando el análisis sistemático de información de la Contraloría General de la República para 
abordar fraudes vinculados al uso irregular de licencias médicas. Lo anterior derivó en querellas relevantes 
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contra asociaciones delictivas de alta complejidad, la obtención de medidas cautelares intensivas y 
condenas significativas. Se fortaleció la recuperación de activos provenientes del delito mediante la 
implementación de un protocolo de gestión del comiso, logrando la inscripción de bienes a nombre del 
Fisco y su destinación a subasta pública. 

I. COMISIÓN PARA EL MERCADO FINANCIERO 

En 2025, la Comisión para el Mercado Financiero consolidó avances en supervisión prudencial, regulación 
de conducta y desarrollo del mercado financiero. El perímetro regulatorio y de supervisión abarca a más de 
ocho mil entidades financieras, que representan activos por 650 mil millones de dólares, equivalentes a 1,9 
veces el Producto Interno Bruto. 

En el ámbito prudencial, finalizó la implementación gradual de Basilea III en la industria bancaria y completó 
la puesta en marcha del Informe de Evaluación de la Adecuación de Liquidez Interna. En enero de 2026 
culminó la revisión anual del Informe de Autoevaluación de Patrimonio Efectivo, verificando el cómputo de 
los colchones de conservación y contra cíclico, y resolviendo requerimientos mínimos adicionales de 
patrimonio efectivo para siete instituciones. 

En materia de regulación y conducta de mercado, la Comisión completó la implementación normativa de la 
Ley de Tecnología Financiera mediante la emisión de las Normas de Carácter General N°493, 494, 502 y 503. 
Al cierre de 2025 recibió 442 solicitudes de inscripción en el Registro de Prestadores de Servicios Financieros 
y 279 solicitudes de autorización de servicios de tecnología financiera; como resultado, 212 entidades 
quedaron inscritas y 194 fueron autorizadas para prestar Asesoría de Inversión, además de otras 
autorizaciones específicas. 

En desarrollo de mercado e inclusión financiera, la Comisión impulsó una agenda de modernización del 
mercado de capitales mediante una convocatoria al sector privado que recibió más de 200 propuestas y 24 
mesas de trabajo con más de 175 participantes. Apoyó la generación de la primera Estrategia Nacional de 
Inclusión Financiera y lanzó su Estrategia Institucional de Inclusión Financiera. El portal Conoce tu Deuda 
registró un crecimiento de 440 por ciento en visitas durante 2025 y, en junio de 2025, se puso en marcha el 
Portal de Fondos Mutuos, que recibió 50.922 visitas entre junio y diciembre. 

J. DEFENSORÍA DEL CONTRIBUYENTE 

Durante 2025, la Defensoría del Contribuyente gestionó un total de 2.405 solicitudes de servicios. De ellas, 
1.248 correspondieron a los servicios de orientación y apoyo tributario, consolidándose como la prestación 
más demandada. En el servicio de defensa tributaria, la institución fortaleció el acceso a la justicia mediante 
89 servicios de representación administrativa y la gestión de 94 recursos ante los organismos fiscalizadores. 
En conjunto, estas gestiones alcanzaron un 70,29 por ciento de resultados favorables para los 
contribuyentes. 

En el marco de las nuevas atribuciones otorgadas por la Ley de Cumplimiento Tributario, el 1 de enero de 
2025 se pusieron en marcha los servicios de representación judicial y acompañamiento. El servicio de 
acompañamiento se consolidó como una herramienta estratégica para fortalecer la cultura contributiva, y 
trabajó con 1.733 participantes pertenecientes a cuatro grupos prioritarios. 

En el ámbito de la educación tributaria, se realizaron 311 actividades que alcanzaron a 13.587 personas, 
con al menos una actividad presencial en cada región. Se elaboraron seis informes sistémicos que 
identificaron vulnerabilidades en el ordenamiento tributario, abordando temas como el inicio y verificación 
de actividades, el cambio de criterio en la Revisión de la Actuación Fiscalizadora y la Operación Renta 2025. 
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III. Programación para el período 2026-2030 

1. Plan de acción 2026-2027 

A. PROYECTO DE LEY PARA LA RECONSTRUCCIÓN NACIONAL Y EL DESARROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL 

El 22 de abril de 2026 el Presidente de la República ingresó al Congreso Nacional el proyecto de ley para la 
Reconstrucción Nacional y el Desarrollo Económico y Social, iniciativa central de la agenda legislativa del 
Ministerio de Hacienda durante el período 2026-2027. El proyecto se estructura en torno a cuatro ejes 
complementarios: reconstrucción física, reconstrucción económica, reconstrucción institucional y 
reconstrucción fiscal. 

El conjunto de medidas tiene por objetivo recuperar la senda del crecimiento económico, restituir la certeza 
jurídica para las decisiones de inversión, proteger el empleo formal y restablecer la sostenibilidad fiscal del 
país. El Informe de Impacto Regulatorio que acompaña el proyecto de ley estima, bajo supuestos 
conservadores, un aumento acumulado en el nivel del Producto Interno Bruto de 8,18 por ciento a diez 
años, con una proyección de creación de cerca de 180 mil empleos en el corto plazo. 

A continuación, se describen los principales contenidos del proyecto agrupados por eje: 

a.  Reconstrucción física 

El proyecto contempla la ampliación del Fondo de Emergencia Transitorio por Incendios, creado por la Ley 
N°21.681, aumentando su financiamiento en 400 mil millones de pesos para alcanzar un monto total 
autorizado de 1,2 billones de pesos. Se extiende su cobertura para incorporar las regiones de Ñuble y del 
Biobío, afectadas por los incendios de enero de 2026. Los recursos se destinarán a la reconstrucción de 
4.429 viviendas: 327 en la Región de Ñuble y 4.102 en la Región del Biobío. 

Para asegurar el financiamiento de la reconstrucción se incorporan medidas tributarias transitorias 
destinadas a incrementar la recaudación fiscal: 

• Sistema temporal, voluntario y extraordinario de declaración de bienes o rentas que se encuentren 
en el extranjero, afecto al pago de un impuesto único y sustitutivo de 10 por ciento, con tasa 
diferenciada de 7 por ciento para incentivar la repatriación e inversión efectiva en Chile. 

• Mecanismo voluntario y extraordinario que permite a las empresas que mantengan saldos 
acumulados en el Fondo de Utilidades Reinvertidas, en el Saldo Total de Utilidades Tributables o en 
registros de retiros en exceso del Fondo de Utilidades Tributables histórico, optar por afectar dichos 
saldos a un impuesto único de 10 por ciento, sustitutivo de los impuestos finales. 

• Rebaja temporal de 50 por ciento del impuesto a las donaciones cuando éstas se realicen mediante 
escritura pública suscrita dentro del plazo de un año a contar del primer día del mes subsiguiente a la 
fecha de publicación de la ley. 

• Facultar a la Tesorería General de la República, por un plazo de 180 días, para otorgar facilidades de 
pago respecto de deudas vencidas al 31 de diciembre de 2025, con condonaciones de hasta 100 por 
ciento de intereses y 80 por ciento de multas en pagos al contado. 

• Facultar a las municipalidades para condonar intereses, multas y renunciar a la acción de cobro 
respecto de deudas por permisos de circulación, patentes comerciales, derechos de aseo y otros 
derechos municipales. 
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b.  Reconstrucción económica 

Este eje contempla un conjunto de medidas orientadas a reactivar sectores productivos, recuperar la 
competitividad tributaria del país y proteger el empleo formal: 

• Reducción gradual del Impuesto de Primera Categoría: la tasa para el régimen general se reducirá 
desde 27 por ciento en 2026 hasta 23 por ciento a partir del año comercial 2029, con una trayectoria 
de 25,5 por ciento en 2027, 24 por ciento en 2028 y 23 por ciento desde 2029. 

• Reintegración total del sistema tributario: eliminación gradual de la obligación de restitución del 
crédito por Impuesto de Primera Categoría, transitando hacia un sistema de integración plena para 
todos los contribuyentes. 

• Régimen de invariabilidad tributaria por 25 años: aplicable a inversionistas locales y extranjeros que 
desarrollen proyectos mineros, industriales, forestales, energéticos, de infraestructura, 
telecomunicaciones, investigación, desarrollo tecnológico, médicos o científicos, con un monto 
mínimo de inversión de 50 millones de dólares estadounidenses. 

• Crédito tributario al empleo formal: equivalente a 15 por ciento de la remuneración bruta para 
trabajadores con remuneraciones de hasta 7,8 unidades tributarias mensuales, decreciente 
linealmente hasta doce unidades tributarias mensuales (UTM). La medida beneficia principalmente a 
las pequeñas y medianas empresas y busca frenar la destrucción de empleos de bajos ingresos. 

• Exención transitoria del Impuesto al Valor Agregado a la primera venta de viviendas nuevas con 
recepción municipal definitiva, por un plazo de doce meses desde la publicación de la ley. 

• Nuevo tratamiento tributario al arrendamiento DFL-2. 

• Eliminación del impuesto único de diez por ciento a las ganancias de capital por la enajenación de 
valores con presencia bursátil, restituyéndoles la calidad de ingreso no constitutivo de renta. 

• Exención total del impuesto territorial a la vivienda principal de personas naturales de 65 años o más. 

• Reactivación de la acuicultura: destrabe de las micro-relocalizaciones de concesiones acuícolas, 
sustitución de la caducidad por no uso por un cobro de patente incrementada y mejoras en la gestión 
de informes ambientales. 

 

c.  Reconstrucción institucional 

Este eje aborda la denominada permisología, mediante la introducción de mayores criterios de 
proporcionalidad y la reducción de plazos de tramitación, sin alterar los estándares de protección. Las 
principales medidas son: 

• Reducción del plazo de invalidación administrativa de las autorizaciones sectoriales, de dos años a seis 
meses, complementando la Ley N°21.770 Marco de Autorizaciones Sectoriales. 

• Régimen voluntario de evaluación ambiental con un número limitado de adendas. 

• Servicio de Evaluación Ambiental, con la facultad de desestimar pronunciamientos de otros órganos 
del Estado que no estén técnicamente fundados o que no sean pertinentes al proyecto evaluado. 

• Mecanismo de restitución de gastos para titulares cuyas Resoluciones de Calificación Ambiental sean 
anuladas judicialmente, considerando los gastos directos y efectivos incurridos en la ejecución del 
proyecto. 
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• Límites estrictos a las medidas cautelares que paralicen proyectos con Resolución de Calificación 
Ambiental favorable, fijando una vigencia de 30 días corridos prorrogables y un plazo máximo total 
de seis meses. 

• Plazo perentorio de 20 días corridos al Consejo de Monumentos Nacionales para pronunciarse sobre 
hallazgos arqueológicos, tras el cual el interesado podrá continuar sus faenas si no hay respuesta. Se 
incorpora la figura de las intervenciones menores con aprobación automática mediante aviso 
electrónico. 

d.  Reconstrucción fiscal 

Este eje contempla medidas de contención del crecimiento del gasto, fortalecimiento de la fiscalización y 
combate al uso indebido de beneficios sociales: 

• Modificación de la regla de avance entre deciles para la cobertura de la gratuidad, sustituyendo el 
Producto Interno Bruto Tendencial por el Producto Interno Bruto Tendencial No Minero como 
indicador de referencia y elevando la exigencia de carga tributaria a 29,5 por ciento para activar 
nuevos tramos 

• Eliminación de la franquicia tributaria SENCE para gastos en capacitación, que representa un costo 
anual de 300 mil millones de pesos sin evidencia concluyente de impacto significativo en mejoras de 
capacitación. 

• Aumento del cupo de incentivo al retiro, elevando el guarismo de 2.200 a 6 mil cupos para 2026. 

• Sanción de destitución, despido o cese por uso indebido, falsificación o incumplimiento del reposo de 
licencias médicas en la Administración del Estado, por constituir una vulneración grave al principio de 
probidad. 

• Ampliación de las facultades del Servicio de Impuestos Internos para realizar cruces de información 
con cualquier organismo del Estado, en particular con el Ministerio de Desarrollo Social y Familia para 
mejorar la focalización de los beneficios sociales. 

• Endurecimiento de las sanciones al contrabando de tabaco, mediante el aumento de penas y la 
aceleración del remate de vehículos incautados. 

El Proyecto de Ley de Reconstrucción Nacional representa beneficios concretos y medibles para todo 
el país. En materia de empleo, el crédito tributario al trabajo formal beneficiará a más de 4,2 millones 
de trabajadores en las 16 regiones del país, reduciendo en promedio un diez por ciento el costo de 
contratación formal e incentivando la formalización del empleo. En el ámbito tributario, la reducción 
gradual del Impuesto de Primera Categoría desde 27 por ciento a 23 por ciento, junto con la 
reintegración del sistema tributario y los beneficios para más de 300 mil contribuyentes Pro-Pyme, 
aliviarán la carga impositiva de empresas de todos los tamaños a lo largo de Chile. 

Para los adultos mayores, la eliminación de las contribuciones de bienes raíces sobre la primera 
vivienda favorecerá a cerca de 295 mil propietarios en todo el territorio nacional, desde Arica hasta 
Magallanes.  

Según el Informe de Impacto Regulatorio del proyecto, el conjunto de estas medidas elevará el nivel 
del PIB en al menos 8,18 puntos porcentuales en 10 años. Este impulso proviene de la reducción del 
impuesto corporativo, que aportará un 2,6 por ciento al PIB; el crédito al empleo, con un 0,84 por 
ciento; la reintegración tributaria, con un 0,41 por ciento; la agilización de permisos de inversión, con 
un 2,9 por ciento; y la invariabilidad tributaria, con un 1,5 por ciento. Todo ello permitirá al país pasar 
de un crecimiento tendencial del dos por ciento actual a cerca del tres por ciento hacia el fin de esta 
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década, y hasta un cuatro por ciento al incorporar los efectos multiplicadores entre las distintas 
medidas. 

B. SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS 

El Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario 2026 mantendrá la estructura de tres estrategias 
complementarias y profundizará el uso de las nuevas herramientas otorgadas por la Ley N°21.713 sobre 
Cumplimiento de las Obligaciones Tributarias. 

a. Estrategia de facilitación y prevención. Se implementará el plan piloto para la formalización de 
comerciantes de ferias libres, en aplicación de la Ley N°21.745. Se modernizará la atención digital, 
ampliando la omnicanalidad mediante atención por videollamadas, y se desarrollarán alertas preventivas 
a los contribuyentes sobre situaciones que pudieran afectar el correcto cumplimiento de sus 
obligaciones. Se profundizará el modelo de cumplimiento cooperativo con grandes contribuyentes y 
grupos empresariales, mediante la elaboración del Código de Buenas Prácticas para Intermediarios 
Tributarios y la suscripción de acuerdos cooperativos con pequeñas y medianas empresas. Se 
intensificará la educación tributaria en establecimientos educacionales y se avanzará en la digitalización 
del catastro de bienes raíces. 

b.  Estrategia de control y fiscalización. El control de los grupos empresariales y de las empresas 
multinacionales se fortalecerá mediante la promoción de la transparencia respecto de las metodologías 
de valoración aplicadas en operaciones entre empresas relacionadas. En altos patrimonios se reforzará 
la fiscalización con base en la información proveniente del Estándar Común de Reporte. Se ampliará el 
control en terreno, incluyendo la incorporación de cámaras lectoras de patentes en el control carretero 
de Angostura, y se mejorarán los procesos asociados a la Operación Factura. 

c.  Estrategia contra el fraude, el delito tributario y el crimen organizado. Se reforzarán las acciones de 
combate al comercio ilícito, con especial énfasis en la trazabilidad de la chatarra de cobre y en el control 
de la emisión de documentos tributarios. Se intensificará la persecución de delitos vinculados al crimen 
organizado mediante la articulación de la Oficina de Crimen Organizado con el Ministerio Público, la 
Policía de Investigaciones y otros organismos del Estado. Se fortalecerá el ejercicio de la sanción penal 
aplicando las nuevas penas y figuras delictivas incorporadas por la Ley N°21.713. 

d.  Continuidad de la implementación de la Ley N°21.713. Tras concluir durante 2025 la dictación de las 
circulares y resoluciones requeridas por la ley, durante 2026 el Servicio hará uso pleno de las nuevas 
facultades en sus procesos de fiscalización y sanción, en particular respecto del levantamiento del 
secreto bancario en los nuevos supuestos legales, la aplicación reforzada de la Norma General 
Antielusión, la consagración del denunciante anónimo y la información proveniente de las plataformas 
digitales y los operadores de medios de pago. Se concluirá el desarrollo de los sistemas informáticos 
asociados a la implementación de la ley, asegurando su integración con los procesos institucionales. 

e.  Mejoramiento de procesos institucionales. Se intervendrán y mejorarán procesos relevantes para la 
gestión del Servicio, entre ellos: la sanción y persecución del delito tributario; las actuaciones asociadas 
a los procesos de fiscalización; la tramitación de las Revisiones de la Actuación Fiscalizadora, los Recursos 
de Reposición Administrativa Voluntaria y los Recursos Jerárquicos; la atención de las peticiones 
administrativas; los procesos de formalización y registro de contribuyentes; y la habilitación oportuna de 
la documentación tributaria. 

C. SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS 
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Se implementará la segunda fase del fortalecimiento de Aduanas contemplado en la Ley N°21.713, 
incluyendo la nueva estructura organizacional y el proceso de encasillamiento. Se construirá la nueva 
Avanzada Aduanera de El Loa, con una inversión total de 29.200 millones de pesos. Se profundizará la 
interoperabilidad de sistemas con otros organismos del Estado y se diseñará e implementará un plan 
cuatrienal de adquisición y renovación de tecnología no invasiva. Se implementarán las disposiciones de la 
Ley de Responsabilidad Extendida del Productor para aceites lubricantes, con entrada en operación a partir 
del 1 de enero de 2027. 

D. TESORERÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Se consolidará la modernización y digitalización del sistema de cobranza mediante estrategias segmentadas 
por nivel de ingreso, profundizando el modelo de gestión diferenciada que en 2025 permitió recaudar 1,072 
billones de pesos por concepto de deudas tributarias morosas. Sobre la base del proceso piloto iniciado en 
noviembre de 2025, se masificará la notificación electrónica de demandas fiscales en el marco de la Ley 
N°21.713 de Cumplimiento Tributario, proyectándose más de 100 mil notificaciones electrónicas durante 
2026, lo que permitirá reducir costos operativos, ampliar la cobertura territorial y mejorar la oportunidad 
en la comunicación con los contribuyentes. Se profundizará el uso de los mecanismos digitales habilitados 
por la ley —publicación electrónica de avisos de remate, retención y embargo electrónico y expediente 
electrónico de deuda fiscal—, consolidando la trazabilidad del cobro y el acceso en línea de la ciudadanía a 
sus antecedentes. 

En materia de cobranza del Crédito con Aval del Estado, se continuará con la implementación del plan de 
acción a partir de la segmentación de la cartera de más de 550 mil deudores morosos según nivel de 
ingresos. Este pasivo, cuyo stock alcanzó los 4 billones de pesos en 2025 —ocho veces el nivel registrado en 
2018—, será abordado mediante convenios de pago ajustados a la capacidad económica de cada 
contribuyente. Para personas con ingresos de hasta un millón de pesos, los convenios contemplan un pie 
desde 1 UTM y cuotas mensuales del mismo monto entre 12 y 24 meses; para ingresos entre uno y dos 
millones de pesos, el pie corresponderá al menor valor entre el diez por ciento de la deuda y un millón de 
pesos, con cuotas equivalentes al diez por ciento del sueldo; y para ingresos entre dos y cinco millones de 
pesos, el pie será el menor valor entre el diez por ciento de la deuda y 1,5 millones de pesos, también con 
cuotas del diez por ciento del ingreso. En todos los tramos, en caso de caducidad del convenio por no pago, 
se otorgará una segunda oportunidad con condiciones 1,5 veces más exigentes y, eventualmente, una 
tercera con el doble de las condiciones originales, tras lo cual no será posible suscribir nuevos convenios. 
Las acciones judiciales se reservarán para los casos en que corresponda, con el objetivo de aumentar la tasa 
de recupero y resguardar el principio de proporcionalidad en el cobro. 

Se continuará con la implementación de la Ley de Cumplimiento Tributario y del Sistema Único de Cobranza 
de Cotizaciones Previsionales (SUCC), creado por la Reforma de Pensiones. A partir del 1 de junio de 2026, 
la Tesorería asumirá un rol activo en la gestión prejudicial de las cotizaciones impagas, encargándose de la 
notificación al empleador moroso, la gestión de recordatorios de pago y la coordinación de convenios de 
regularización con anterioridad al traspaso de los casos a la etapa judicial. Esta función se desarrollará de 
manera coordinada con el SUCC y la Superintendencia de Pensiones, con el propósito de reducir la mora 
previsional, descongestionar la carga judicial y proteger el ahorro de los trabajadores. 

Se fortalecerá la gestión de la Cuenta Única Fiscal y se aumentarán los procesos de interoperabilidad con 
los servicios relacionados, ampliando la automatización de los flujos de pago a personas, gobierno e 
instituciones que en 2025 permitieron, entre otros hitos, la automatización completa del pago de beneficios 
otorgados por la Superintendencia de Seguridad Social a través del Portal de Pagos institucional. Se apoyará 
la transición de la administración financiera temporal del Fondo Autónomo de Protección Previsional, de 
acuerdo con la Ley N°21.735. 
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E. DIRECCIÓN DE COMPRAS Y CONTRATACIÓN PÚBLICA 

Con el respaldo del Banco Interamericano de Desarrollo, a través del Programa de Mejora de la Calidad del 
Gasto en las Compras Públicas, se continuará la modernización del sistema. Se desarrollará una nueva 
plataforma genérica y modular con altos estándares de ciberseguridad e interoperabilidad nativa con el 
Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado. Se implementarán nuevos módulos de 
Subasta Inversa Electrónica, Consulta al Mercado, Licitaciones, Planes Anuales de Compra y Registro de 
Proveedores. 

F. DIRECCIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

Se asumirá un rol operativo clave en la implementación de la Ley N°21.772, con la conducción de los 
procesos de selección de notarios, conservadores, archiveros y oficios mixtos, contribuyendo a la 
modernización del sistema registral y notarial. Se proveerán más de 570 cargos de primer y segundo nivel 
jerárquico del Sistema de Alta Dirección Pública. Se impulsará el programa CoLabora, basado en modelos 
de pasantías de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, y se potenciará el Banco 
de Talento Público. 

G. UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO 

Se incorporarán nuevos sujetos obligados al Registro de Entidades Reportantes, en cumplimiento de las 
leyes N°21.521 y N°21.575, alcanzando 55 actividades económicas. Se continuará con la implementación 
del Plan de Acción 2024-2027 de la Estrategia Nacional contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del 
Terrorismo, y se preparará la quinta ronda de Evaluación Mutua de Chile por parte del Grupo de Acción 
Financiera de Latinoamérica. 

H. SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO 

Se concluirán los procesos de otorgamiento de permisos de operación en Puerto Varas, Iquique, Coquimbo, 
Viña del Mar y Pucón. Se continuará con la implementación de la metodología de fiscalización basada en 
riesgos. Tras ser designada como operador de importancia vital por la Agencia Nacional de Ciberseguridad, 
la Superintendencia adoptará los lineamientos y obligaciones establecidos en la Ley Marco para este tipo 
de entidades, y se preparará para dar cumplimiento a la Ley de Protección de Datos Personales. 

I. CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO 

El Consejo se encuentra en proceso de formulación de su Plan Estratégico 2027-2029, etapa que responde 
a la reciente asunción de una nueva Jefatura de Servicio. Se profundizará el desarrollo de un modelo de 
litigación estratégica para causas de alta complejidad, el fortalecimiento de la unidad de análisis y 
triangulación societaria, y la consolidación del rol del Consejo en la litigación de casos de corrupción de 
especial complejidad. 

J. COMISIÓN PARA EL MERCADO FINANCIERO 

Se iniciará la implementación del Registro de Deuda Consolidada, mandatado por la Ley N°21.680, 
integrando la información crediticia y mejorando la evaluación del endeudamiento. Se publicarán 
Compendios y Manuales de Sistema de Información para fondos, seguros y emisores. Se emitirán los anexos 
técnicos del Sistema de Finanzas Abiertas y se modificará la norma del sistema para habilitar el intercambio 
de datos entre instituciones. Se avanzará en la regulación de mini bonos, registro automático de valores y 
participación remota en juntas de accionistas. 
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K. DEFENSORÍA DEL CONTRIBUYENTE 

Se consolidará una estrategia de acompañamiento y defensa tributaria orientada a la sostenibilidad de las 
pequeñas y medianas empresas. Se potenciará el plan de educación tributaria, con foco en fortalecer la 
autonomía económica de las mujeres, esperando alcanzar a más de doce mil usuarios a nivel nacional. Se 
fortalecerá el servicio de acompañamiento tributario mediante llamados mensuales para conformar doce 
grupos de contribuyentes, alineando las actividades con el calendario tributario. 

L. FORMULACIÓN DEL PRESUPUESTO 2027 Y REAJUSTE DEL SECTOR PÚBLICO 

Durante el segundo semestre de 2026 el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos, 
conducirá la formulación del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2027, que será 
presentado al Congreso Nacional durante el mes de septiembre. La formulación se realizará en un marco 
de responsabilidad fiscal, con instrucciones que establecen lineamientos y límites máximos de gasto por 
partida, orientados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones legales y contractuales y la convergencia 
hacia las metas de balance estructural. Se mantendrá el uso de las herramientas de etiquetado con 
perspectiva de género y de cambio climático en las distintas etapas del proceso presupuestario. 

En un contexto de estrechez fiscal, la conducción del gasto público durante el período exigirá un esfuerzo 
de contención y de priorización. El reajuste de las remuneraciones del sector público se abordará mediante 
un proceso de negociación responsable con las organizaciones de trabajadores del Estado, que concilie la 
protección del poder adquisitivo de los funcionarios de menores ingresos con la sostenibilidad de las 
finanzas públicas y el cumplimiento de la regla fiscal. La Dirección de Presupuestos continuará con el 
seguimiento mensual de la ejecución presupuestaria de cada partida, identificando holguras y presiones de 
gasto, y con la publicación sistemática de los informes de finanzas públicas que transparentan el uso de los 
recursos del Estado. 

O. IMPLEMENTACIÓN DE LA REFORMA DE PENSIONES 

La implementación de la Ley N°21.735, que crea el nuevo Sistema Mixto de Pensiones, constituye una 
prioridad del período y se desarrollará en cuatro ámbitos de acción simultáneos. 

• En el ámbito de las inversiones, el Ministerio de Hacienda y la Superintendencia de Pensiones 
continuarán con la visación de los regímenes de inversión del Fondo Autónomo de Protección 
Previsional y de los fondos generacionales, con el objetivo de asegurar una implementación normativa 
gradual que minimice el impacto sobre los mercados de capitales locales. Sobre la base del trabajo de 
la consultoría adjudicada en 2025, la Superintendencia publicará el Régimen de Inversión de los 
Fondos Generacionales a más tardar el 1 de septiembre de 2026, incluyendo las Carteras de 
Referencia y la estructura de premios y castigos por desempeño que reemplazará al actual esquema 
de comisiones fijas. En paralelo, el Administrador del FAPP completará la primera licitación de sus 
carteras de inversión y desarrollará el ecosistema tecnológico de custodia, valorización y reporte 
requerido para administrar los recursos del Seguro Social Previsional con altos estándares de 
seguridad y transparencia. 

• En el ámbito de la recaudación y cobranza, se desarrollará, en conjunto con la Tesorería General de la 
República, el decreto tarifario de los servicios de cobranza prejudicial que ésta prestará a las 
administradoras de fondos de pensiones, en el marco del Sistema Único de Cobranza de Cotizaciones 
(SUCC) cuya operación se inicia en junio de 2026. La cobranza judicial, por su parte, será ejercida por 
una entidad seleccionada mediante licitación pública. En agosto de 2026 entrará en vigencia la 
cotización con rentabilidad protegida, equivalente a 1,5 por ciento de la remuneración imponible 
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enterada en el FAPP a título de préstamo del trabajador, con devolución garantizada al momento de 
la pensión y rentabilidad mínima asegurada por ley. 

• En el ámbito de los beneficios, el Instituto de Previsión Social continuará el pago en régimen 
permanente del Beneficio por Años Cotizados y de la Compensación por Diferencias de Expectativa 
de Vida para las mujeres, iniciados en enero de 2026, y administrará la extensión del aumento de la 
Pensión Garantizada Universal a 250 pesos mensuales para personas mayores de 75 años en 
septiembre de 2026. El Ministerio de Hacienda monitoreará la cobertura efectiva de los nuevos 
beneficios y la consistencia del flujo de pagos con las proyecciones actuariales del Seguro Social 
Previsional. 

• En el ámbito de la reorganización del sistema, se dará continuidad a los preparativos de la primera 
licitación de stock, cuya adjudicación está prevista para diciembre de 2027 y el traspaso efectivo de 
afiliados para junio de 2028, así como al diseño e impulso legislativo de los tres proyectos de ley 
adicionales que la propia Ley N°21.735 mandata: la licitación y sustentabilidad del Seguro de Invalidez 
y Sobrevivencia, el régimen de cotizaciones de los trabajadores independientes del artículo 42 N°2 de 
la Ley sobre Impuesto a la Renta, y la modernización de la institucionalidad de los fondos soberanos. 
Todo este trabajo se desarrollará en coordinación con la Subsecretaría de Previsión Social, el Instituto 
de Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones y el FAPP. 

Los próximos hitos comprometidos durante 2026 y 2027 incluyen la implementación del Sistema 
Único de Cobranza de Cotizaciones a partir de junio de 2026; la entrada en vigencia, en agosto de 
2026, de la cotización con rentabilidad protegida; la extensión del aumento de la PGU a personas 
mayores de 75 años en septiembre de 2026 y a mayores de 65 años en septiembre de 2027; la 
publicación del nuevo Régimen de Inversión para los Fondos Generacionales, a más tardar el 1 de 
septiembre de 2026; y la transición efectiva desde los actuales multifondos hacia los Fondos 
Generacionales, prevista para el 1 de abril de 2027. La ley además mandata tres proyectos de ley 
adicionales (sobre la licitación y sustentabilidad del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia, sobre los 
trabajadores independientes del artículo 42 N°2 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y sobre los 
fondos soberanos) cuya tramitación se encuentra en curso. 

P. EXPORTACIÓN DE SERVICIOS 

La exportación de servicios basados en conocimiento se ha consolidado como uno de los sectores más 
dinámicos de la canasta exportadora chilena. Solo en 2025, Chile exportó 3.190 millones de dólares en 
servicios basados en conocimiento, más del doble de las exportaciones de vino del mismo año (1.539 
millones de dólares), según el informe presentado por la SUBREI. El número de empresas exportadoras del 
sector se ha multiplicado por 5,5 desde 2003 y los países de destino casi se han duplicado en el mismo 
período, evidenciando un sector con dinámica de crecimiento distintiva respecto de las exportaciones 
tradicionales. 

En este contexto, el Programa de Exportación de Servicios Globales constituye un instrumento de política 
pública orientado al desarrollo del sector, articulando la formación de capital humano, la atracción de 
inversión extranjera directa y la promoción internacional. Para 2026, las acciones priorizadas se ordenan en 
tres ejes: (i) escalar la formación de talento digital a través de Talento Digital para Chile, con un total 
proyectado de 23 mil nuevas becas que se suman a las 25 mil ya gestionadas, en línea con la meta del Pacto 
Fiscal de alcanzar 50 mil personas formadas al término del período, con foco en inteligencia artificial, datos, 
ciberseguridad y empleos de especializados; (ii) profundizar la coordinación público-privada entre 
Hacienda, Sence, InvestChile, Corfo, ProChile, Fundación Chile y los gremios del sector, en el marco de la 
nueva gobernanza del programa; y (iii) ejecutar la cartera comprometida en el Préstamo Basado en 
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Resultados con el BID, vinculando directamente la formación digital con las metas de exportación e 
inversión. 

Para 2026, el Programa proyecta consolidar la articulación entre formación, atracción de inversiones y 
promoción internacional como un mecanismo de coordinación institucional, fortaleciendo el desarrollo del 
sector y diversificando la matriz exportadora hacia sectores intensivos en conocimiento. 

Q. AGENDA DE GOBIERNO DIGITAL Y MODERNIZACIÓN DEL ESTADO 

El Ministerio de Hacienda formulará la nueva Agenda de Modernización del Estado 2026-2030, en 
coherencia con las prioridades del Programa de Gobierno. En materia de gobierno digital, se completará la 
habilitación del Segundo Factor de Autenticación de Clave Única mediante aplicación de autenticación y 
mediante la Cédula de Identidad Digital, y se avanzará en la expansión progresiva de la plataforma Casilla 
Única como domicilio digital oficial, con el objetivo de reemplazar gradualmente las cartas certificadas a 
escala nacional. El Sistema de Calidad de Servicio y Experiencia Usuaria contemplará la participación de 178 
instituciones e incorporará, por primera vez, la evaluación de los resultados de las medidas implementadas. 

La adopción de inteligencia artificial en el Estado constituirá un eje estratégico del período. En articulación 
con el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y bajo la conducción del nuevo Consejo 
de Ministros para Inteligencia Artificial, se acompañará la implementación del Plan de Acción 2026-2028 de 
la Política Nacional de Inteligencia Artificial, profundizando la incorporación de la IA en los procesos de 
gestión pública con criterios de ética, transparencia y centralidad en las personas.  

El Laboratorio de Gobierno cumplirá un rol clave en el diseño e implementación de innovaciones de servicio 
público, escalando metodologías de innovación centrada en el usuario, ciencia de datos aplicada a políticas 
públicas y experimentación controlada. Se profundizará la línea de trabajo con gobiernos locales para 
instalar capacidades de uso responsable de IA y gestión de datos en municipio. 

En materia de ciberseguridad, se consolidará la implementación de la Ley N°21.663, Marco de 
Ciberseguridad, vigente desde el 1 de enero de 2025. Se profundizará la coordinación con la Agencia 
Nacional de Ciberseguridad en el cumplimiento de las cuatro instrucciones generales emitidas durante 2025 
(inscripción en la plataforma de reporte de incidentes, designación del delegado de ciberseguridad y 
medidas de contención y mitigación), particularmente respecto de los servicios públicos calificados como 
Operadores de Importancia Vital. Se modernizarán los sistemas de ciberseguridad de las instituciones de 
Hacienda, fortaleciendo la designación de delegados, la incorporación a la Red de Conectividad Segura del 
Estado y la implementación de sistemas de gestión de seguridad de la información alineados con estándares 
internacionales, junto con planes de continuidad operacional y protocolos de reporte de incidentes al CSIRT 
Nacional dentro de los plazos establecidos. La estrategia apunta a sostener el liderazgo regional alcanzado 
por Chile en el último Reporte de Ciberseguridad del Banco Interamericano de Desarrollo y la Organización 
de los Estados Americanos. 

A junio de 2026 se difundirán los resultados de la Encuesta de Confianza de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos 2025. 

R. REACTIVACIÓN DE LA INVERSIÓN 

La reactivación de la inversión constituye uno de los ejes centrales de la acción del Ministerio de Hacienda. 
Además de las medidas contenidas en el proyecto de ley para la Reconstrucción Nacional, durante el 
período se dará seguimiento a la implementación de la Ley N°21.770 Marco de Autorizaciones Sectoriales 
y de la Ley N°21.755 de simplificación regulatoria, que en conjunto modernizan más de 380 permisos 
distribuidos en 37 servicios públicos. El Ministerio coordinará con los organismos sectoriales el monitoreo 
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de la cartera de proyectos de inversión de mayor envergadura, con el propósito de identificar y resolver los 
obstáculos administrativos que retrasan su materialización. 

2. Plan de acción 2026-2030 

El Ministerio de Hacienda orientará su gestión durante el período 2026-2030 al cumplimiento de los 
lineamientos establecidos en el Programa de Gobierno, mediante una agenda de metas y compromisos 
estratégicos. 

A. CRECIMIENTO ECONÓMICO Y CONDICIONES PARA LA INVERSIÓN 

La recuperación del crecimiento económico constituye el eje articulador de la acción del Ministerio de 
Hacienda durante el período. El Ministerio entiende el crecimiento como una condición relevante para la 
creación de empleo formal, la evolución de los ingresos de las familias y el financiamiento de las prioridades 
sociales del país. Por ello, la orientación general del período es promover condiciones de estabilidad, certeza 
y previsibilidad que permitan a la inversión, tanto nacional como extranjera, desarrollarse de manera 
sostenida. 

El Ministerio se propone trabajar en el fortalecimiento de la certeza jurídica como un activo del país. En este 
contexto, la claridad y estabilidad de las reglas aplicables a la inversión constituyen elementos relevantes 
para la materialización de proyectos y de las decisiones de inversión de largo plazo. La acción del Ministerio 
se orienta, en consecuencia, a contribuir a un marco normativo estable y predecible, en el entendido de 
que la confianza en las instituciones es un componente relevante para el crecimiento económico. 

En el plano de la inversión, el Ministerio dará seguimiento a la evolución de la cartera de proyectos en los 
sectores productivos de mayor relevancia para la economía nacional. El propósito es identificar de manera 
temprana los obstáculos que dificultan la materialización de las inversiones y promover, en coordinación 
con los organismos sectoriales competentes, las medidas administrativas que permitan resolverlos. Esta 
labor se entiende como un trabajo permanente de articulación entre las instituciones del Estado, orientado 
a facilitar que los proyectos que cuentan con las autorizaciones correspondientes puedan avanzar dentro 
de plazos adecuados. 

El Ministerio mantendrá asimismo una mirada atenta sobre la competitividad de la economía chilena en el 
contexto internacional. La inserción del país en los mercados globales, la diversificación de su matriz 
exportadora y la capacidad de atraer inversión en sectores estratégicos son factores que inciden en el 
crecimiento potencial. La orientación del período es continuar fortaleciendo la apertura de la economía, así 
como consolidar condiciones de confianza y cumplimiento en el ámbito económico e institucional. 

B. PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DEL EMPLEO FORMAL 

El empleo es la principal vía a través de la cual las familias acceden a ingresos estables y mejoran su 
bienestar. La orientación del Ministerio de Hacienda durante el período es contribuir a la generación de las 
condiciones que permitan fortalecer el dinamismo del empleo formal, con especial atención a los 
trabajadores de menores ingresos. 

El Ministerio entiende que el fortalecimiento del empleo está estrechamente vinculado al desempeño del 
crecimiento y de la inversión. Un entorno económico más dinámico, con sectores productivos en expansión, 
es la base sobre la cual se generan puestos de trabajo formales. En esa línea, la acción del Ministerio se 
orienta a que las condiciones macroeconómicas, regulatorias y tributarias favorezcan la contratación formal 
y contribuyan a reducir la informalidad. 
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La formalización del empleo y de la actividad económica recibe una atención particular. La informalidad se 
asocia a menores niveles de acceso a mecanismos de protección social y financiamiento formal. El 
Ministerio, a través de los servicios de su dependencia, continuará desarrollando una labor orientada a 
facilitar la incorporación de las personas y de las pequeñas unidades económicas al sistema formal, 
privilegiando un enfoque de acompañamiento y apoyo a los procesos de formalización. 

El Ministerio mantendrá su participación en las instancias de diálogo con las organizaciones de trabajadores, 
en el entendido de que la construcción de acuerdos amplios es un componente importante de la política 
económica y social. Las materias relativas a las condiciones del empleo público y a la protección de los 
trabajadores serán abordadas en ese marco de diálogo, conciliando la protección de las personas con la 
sostenibilidad de las finanzas públicas. 

C. RESPONSABILIDAD FISCAL Y SOSTENIBILIDAD DE LAS FINANZAS PÚBLICAS 

La conducción responsable de las finanzas públicas es un compromiso permanente del Ministerio de 
Hacienda y un elemento central de su misión. El período se inicia con un escenario fiscal que requiere una 
gestión responsable y gradual de las cuentas públicas. La orientación del Ministerio es conducir ese esfuerzo 
de manera gradual, predecible y compatible con las prioridades del país. 

El Ministerio reafirma su compromiso con el marco institucional de responsabilidad fiscal vigente, que 
incorpora la regla de balance estructural y un ancla de deuda de mediano plazo. Este marco entrega criterios 
objetivos para la conducción de la política fiscal y constituye una referencia para la evaluación del 
desempeño del Ministerio. La acción del período se orienta a fortalecer la credibilidad de este marco, 
promoviendo consistencia entre las metas fiscales y su implementación. 

La sostenibilidad de las finanzas públicas requiere atender tanto la evolución del gasto como la de los 
ingresos. Por el lado del gasto, la orientación del período es promover una administración eficiente de los 
recursos, en la que cada peso destinado a la acción del Estado se traduzca en mejoras en la gestión pública. 
Por el lado de los ingresos, el Ministerio continuará fortaleciendo las capacidades de proyección y de 
estimación, así como las capacidades de fiscalización del Estado, en el entendido de que el cumplimiento 
tributario es una condición relevante para el adecuado funcionamiento del sistema tributario. 

El Ministerio mantendrá una política transparente de información fiscal, dando continuidad a la publicación 
sistemática de los informes que permiten a la ciudadanía, al Congreso Nacional y a los organismos 
especializados conocer la situación y la trayectoria de las finanzas públicas. La transparencia es entendida 
como un componente de la responsabilidad fiscal y como un instrumento de acceso y difusión de 
información fiscal. 

La gestión de la deuda pública y la administración de los fondos soberanos se conducirán con criterios 
técnicos, orientados a obtener el financiamiento que requiere el país en condiciones adecuadas y a 
resguardar el valor de los recursos que el Estado mantiene como reserva. El Ministerio dará continuidad al 
trabajo de las instancias especializadas que asesoran estas decisiones, preservando su carácter técnico. 

D. EFICIENCIA Y CALIDAD DEL GASTO PÚBLICO 

La calidad del gasto público es una forma parte de las líneas de trabajo del Ministerio de Hacienda y 
constituye un componente esencial de la responsabilidad fiscal. En un período marcado por las restricciones 
presupuestarias, el Ministerio entiende que cada peso que el Estado destina a su acción debe traducirse en 
una adecuada ejecución de las políticas públicas. La orientación del período es promover un gasto público 
eficiente, transparente y orientado a resultados, en el que la asignación de los recursos responda a las 
prioridades del país y a la evidencia sobre el desempeño de los programas. 
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El Ministerio orientará su acción a fortalecer los instrumentos que permiten conocer la efectividad del 
gasto. El monitoreo y la evaluación de los programas públicos son herramientas que entregan información 
sobre qué iniciativas cumplen sus objetivos y cuáles requieren ajustes, permitiendo vincular las decisiones 
presupuestarias con el desempeño efectivo. La orientación del período es dar continuidad y profundidad a 
estos instrumentos, de modo que la información que producen incida de manera creciente en la 
formulación del presupuesto. 

La revisión de la pertinencia y la efectividad de la oferta programática es entendida como una tarea 
permanente. El Ministerio promoverá la identificación de duplicidades, de programas con bajo desempeño 
y de espacios de eficiencia, con el propósito de reasignar recursos hacia las prioridades definidas en la 
planificación presupuestaria. Esta labor se entiende como un esfuerzo de racionalización orientado a 
fortalecer la eficiencia en el uso de los recursos públicos. 

La eficiencia en la administración de los recursos del Estado abarca también la gestión de las compras y la 
contratación pública. Un sistema de compras competitivo, transparente y bien gestionado permite al Estado 
obtener condiciones adecuadas para la adquisición de bienes y servicios conforme al marco normativo 
vigente. El Ministerio, a través de los servicios relacionados, continuará promoviendo la modernización del 
sistema de compras públicas como una vía concreta de mejora del gasto. 

La transparencia del gasto público es entendida como un componente de su calidad. El Ministerio dará 
continuidad a los esfuerzos por poner a disposición de la ciudadanía y del Congreso Nacional información 
clara y oportuna sobre el destino de los recursos públicos, de acuerdo con los estándares de información y 
rendición de cuentas del sector público. 

Finalmente, el Ministerio orientará su acción a fortalecer las capacidades de gestión financiera del Estado y 
los sistemas de información que la sostienen. Una gestión financiera integrada e interoperable permite 
apoyar los procesos de administración, seguimiento y registro de los recursos públicos. 

E. COMPETITIVIDAD 

El sistema tributario cumple una doble función: provee los recursos que financian la acción del Estado e 
incide en las decisiones de inversión, ahorro y trabajo de personas y empresas. El Ministerio ha planteado, 
en el marco del Programa de Gobierno y de las iniciativas legislativas ingresadas al Congreso Nacional, un 
conjunto de lineamientos en materia tributaria destinados a fortalecer las condiciones de competitividad 
de la economía y a entregar mayor certeza a las decisiones de inversión. El desarrollo de estos lineamientos 
dependerá de la tramitación legislativa correspondiente y del diálogo con los distintos actores. El Ministerio 
entiende que las reformas tributarias de mayor alcance suponen procesos de diálogo y tramitación 
legislativa, y promoverá espacios de diálogo para su discusión. 

La certeza tributaria constituye un elemento relevante para el funcionamiento del sistema tributario. La 
estabilidad de las reglas, la claridad de los criterios de interpretación y la previsibilidad en la aplicación de 
la norma son elementos que inciden en los costos de cumplimiento y en el clima de inversión. El Ministerio, 
a través de los servicios bajo su dependencia, continuará trabajando en la simplificación de los 
procedimientos tributarios y en la facilitación del cumplimiento, especialmente para las personas y las 
empresas de menor tamaño. 

El combate a la evasión y a la elusión continuará siendo una prioridad. El cumplimiento tributario forma 
parte del adecuado funcionamiento del sistema tributario. La acción del Ministerio durante el período es 
consolidar las capacidades de fiscalización del Estado y la implementación de la legislación vigente en la 
materia, con especial atención a las conductas de mayor sofisticación y a la vinculación entre los ilícitos 
tributarios y el crimen organizado. 
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F. RECONSTRUCCIÓN DE LAS ZONAS AFECTADAS POR LOS INCENDIOS 

La reconstrucción de las zonas afectadas por los incendios forestales constituye una prioridad del período 
y un compromiso del Ministerio de Hacienda en el ámbito de su competencia. El Ministerio orientará su 
acción a asegurar que la reconstrucción cuente con el financiamiento necesario y a que los recursos se 
ejecuten de manera oportuna, transparente y con foco en las familias y comunidades afectadas. 

La reconstrucción se entiende como un proceso integral, que abarca la reposición de viviendas e 
infraestructura, la recuperación de las condiciones para la actividad económica local y el acompañamiento 
de las comunidades. El Ministerio coordinará su acción con los demás organismos del Estado con 
responsabilidad en estas materias, aportando desde su ámbito propio: el financiamiento, el diseño de los 
instrumentos y el seguimiento de la ejecución. 

El Ministerio entiende que la reconstrucción debe combinar la celeridad que las familias afectadas 
requieren con el resguardo del buen uso de los recursos públicos. La orientación del período es conciliar 
ambos objetivos mediante procedimientos que permitan una ejecución ágil sin renunciar a los estándares 
de transparencia y control que la ciudadanía espera. 

G. SISTEMA FINANCIERO, MERCADO DE CAPITALES E INCLUSIÓN FINANCIERA 

Un sistema financiero estable, competitivo, transparente e inclusivo cumple un rol en el funcionamiento de 
la economía y de los mercados financieros. La orientación del Ministerio de Hacienda durante el período es 
preservar la estabilidad del sistema financiero, promover su profundización y desarrollo, y avanzar en la 
inclusión financiera de la población. 

La estabilidad financiera se entiende como un componente relevante del funcionamiento que requiere 
atención permanente, especialmente en un contexto internacional marcado por cambios en las condiciones 
económicas y financieras internacionales. El Ministerio dará continuidad al trabajo de coordinación entre 
las autoridades financieras del país, considerando que de que la prevención y la preparación frente a 
escenarios adversos son componentes relevantes de la política financiera. 

La profundización del mercado de capitales es un objetivo de mediano plazo. Un mercado de capitales con 
mayor desarrollo amplía las alternativas de financiamiento disponibles para personas y empresas. El 
Ministerio orientará su acción a promover las condiciones que favorezcan el desarrollo del mercado de 
capitales, en coordinación con los reguladores y con los actores del sistema. 

La inclusión financiera continuará siendo una orientación del período. El acceso de las personas y de las 
empresas de menor tamaño a productos y servicios financieros disponibles, así como el fortalecimiento de 
las capacidades financieras de la ciudadanía, son objetivos que el Ministerio promoverá a través de las 
instancias de coordinación existentes en la materia. 

El Ministerio dará asimismo continuidad a la implementación de las reformas estructurales del sistema 
previsional y del mercado de capitales que se encuentran vigentes, en coordinación con los organismos 
competentes, resguardando que su materialización se realice de manera ordenada y de conformidad con 
los marcos regulatorios e institucionales correspondientes. 
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H. MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y GOBIERNO DIGITAL 

La modernización del Estado es una orientación transversal de la acción del Ministerio de Hacienda. Un 
Estado con mayores capacidades de gestión, coordinación y atención a la ciudadanía es a la vez un objetivo 
de buena gestión de los recursos públicos y un componente de la gestión institucional del sector público. 

El Ministerio orientará su acción a la mejora continua de la calidad de los servicios que el Estado entrega a 
la ciudadanía. Ello supone simplificar los trámites, reducir las cargas administrativas innecesarias, incorporar 
tecnología en los procesos de gestión y situar la experiencia de las personas en el centro del diseño de los 
servicios. La modernización se entiende como un proceso permanente, que requiere la colaboración del 
conjunto de las instituciones del Estado. 

En Gobierno digital, el objetivo es avanzar hacia un Estado progresivamente más digital e interoperado, en 
el que las personas y las empresas puedan realizar sus gestiones de manera digital y conforme a los 
estándares definidos por la normativa vigente. El Ministerio dará continuidad a la implementación de la 
legislación vigente en materia de transformación digital y al desarrollo de las plataformas transversales que 
sostienen la operación digital del Estado. 

La modernización del Estado incluye también el resguardo de la integridad y de la probidad en la gestión 
pública, la calidad del empleo público y la profesionalización de la función pública sobre la base del mérito. 
El Ministerio, a través de los servicios bajo su dependencia, continuará promoviendo estos objetivos como 
componentes de un Estado al servicio de las personas. 

I. FORTALECIMIENTO DE LAS CAPACIDADES DEL ESTADO 

El período plantea la necesidad de un Estado con mayores capacidades para cumplir sus funciones 
esenciales. La orientación del Ministerio de Hacienda es contribuir al fortalecimiento de esas capacidades, 
en particular en los ámbitos de la fiscalización, la protección de la integridad del sistema económico y 
financiero, y la prevención y el combate del crimen organizado en sus dimensiones económicas. 

El crimen organizado representa una amenaza no solo para la seguridad de las personas, sino también para 
la economía formal y para la integridad de las instituciones. La orientación del Ministerio es contribuir, 
desde el ámbito de su competencia, al esfuerzo del conjunto del Estado en esta materia, fortaleciendo las 
capacidades de análisis, de fiscalización y de coordinación de los servicios bajo su dependencia, y dando 
continuidad a la implementación de la legislación vigente. 

La coordinación interinstitucional es entendida como un componente esencial del fortalecimiento de las 
capacidades del Estado. La acción eficaz frente a fenómenos complejos requiere que las instituciones 
compartan información, articulen sus estrategias y actúen de manera coherente. El Ministerio promoverá 
esa coordinación en los ámbitos de su competencia. 

TRES PILARES PARA QUE CHILE VUELVA A CRECER 

El período 2026-2030, está articulado en torno a tres pilares complementarios: la Facilitación Regulatoria, 
la Reforma Tributaria para la Recuperación del Empleo y la Inversión, y la Convergencia Fiscal. En su 
conjunto, estas iniciativas configuran una estrategia orientada a fortalecer las condiciones para el 
crecimiento económico, la inversión y el empleo formal. 

El pilar de Facilitación Regulatoria comprende 26 medidas orientadas a revisar y simplificar procesos 
regulatorios vinculados a la inversión. Entre sus iniciativas más relevantes se cuenta la reducción de un 50 
por ciento en los plazos de tramitación de permisos ambientales, la agilización de autorizaciones sectoriales 
críticas actualmente distribuidas en más de 30 servicios del Estado, la desregulación urbana como motor de 
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productividad y reducción del precio de las viviendas, y la dinamización del mercado de capitales con miras 
a posicionar a Chile como centro financiero internacional.  

El pilar de Convergencia Fiscal responde a la evolución reciente de las finanzas públicas, período en que 
Chile registró nueve ejercicios con déficit fiscal y sus fondos soberanos acumularon una caída de casi 40 por 
ciento, equivalente a aproximadamente 8.430 millones de dólares. Se busca la eliminación de ineficiencias 
del gasto público, el combate a los abusos e ilicitudes y la reducción del gasto a través de iniciativas legales 
y medidas de austeridad. En esa línea, el gobierno ya está trabajando en el combate al fraude social a través 
del cobro a los deudores del CAE de alto patrimonio y el anuncio del comienzo del cobro a los proveedores 
del Estado que actualmente tienen multas.  

La Reforma Tributaria para la Recuperación del Empleo y la Inversión permitirá fortalecer las condiciones 
para la inversión nacional y extranjera, el empleo formal y la estabilidad del marco tributario. A través de la 
rebaja gradual del impuesto corporativo, la reintegración del sistema tributario, el crédito al empleo formal 
y el nuevo régimen de invariabilidad tributaria, Chile pasará de estar entre los países con mayor carga 
impositiva corporativa de la OCDE a situarse en torno al promedio del bloque, modificando la estructura 
tributaria aplicable a las empresas. Estas medidas, en conjunto, forman parte de la estrategia económica y 
fiscal definida para el período. 

Las metas comprometidas para el período son alcanzar un crecimiento promedio anual del Producto Interno 
Bruto de cuatro por ciento al término del período y reducir la tasa de desempleo desde 8,6 por ciento a 6,5 
por ciento, mediante la implementación de medidas tributarias, regulatorias y de promoción de la inversión 
contempladas para el período. 

En materia fiscal, se trabajará en restablecer el equilibrio estructural en línea con la regla fiscal y con el ancla 
de deuda de mediano plazo establecida en la Ley N°21.683. Estabilizar la deuda bruta del Gobierno Central 
por debajo del nivel prudente de 45 por ciento del Producto Interno Bruto definido por el Consejo Fiscal 
Autónomo constituye un compromiso central de la conducción fiscal del período. Para ello, se profundizará 
el seguimiento de la ejecución presupuestaria, se fortalecerán las metodologías de proyección de ingresos 
en coordinación con la asistencia técnica del Fondo Monetario Internacional y se mantendrá el 
cumplimiento riguroso de las metas de Balance Cíclicamente Ajustado. 

El cumplimiento de estas metas requiere la articulación coordinada del conjunto de medidas legislativas, 
regulatorias y de gestión expuestas en el presente Plan de Acción. La reducción gradual del Impuesto de 
Primera Categoría, la reintegración del sistema tributario, el régimen de invariabilidad tributaria, la 
racionalización de los plazos de tramitación de permisos y el fortalecimiento de la fiscalización constituyen 
un marco integrado, cuya implementación efectiva permitirá contribuir al crecimiento económico, al 
funcionamiento del sistema de inversión, al empleo formal y a la sostenibilidad de las finanzas públicas. 

El Ministerio de Hacienda asume la responsabilidad de coordinar este esfuerzo con el conjunto de 
instituciones del Estado, en estrecha colaboración con el Congreso Nacional, el sector privado, los 
trabajadores y la sociedad civil, con el objetivo de dar cumplimiento a las prioridades económicas, fiscales 
y regulatorias definidas para el período 2026-2030. 

 

 



 

 

 


